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Las revoluciones exitosas, nos dice Hannah Arendt destacando la         

de Estados Unidos, son aquellas que se construyen a partir de un            

legado, lo agrandan, lo corrigen e innovan. Las que fracasan son           

las que de tanto comenzar de nuevo, han olvidado ya de dónde            

vienen. Las que conservan su autoridad son las que muestran una           

“capacidad extraordinaria para contemplar el pasado con ojos de         

futuro”. Después de todo -nos recuerda- la palabra autoridad         

proviene, en su origen latino, de la misma raíz que la palabra            

aumentar. La autoridad se gana haciendo crecer aquello que         

hemos recibido. Nuestros cíclicos comienzos en materia de        

políticas públicas no son inocuos. Erosionan la autoridad de las          

políticas públicas y la vigencia de los derechos que ellas deben           

garantizar.  
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LAS POLITICAS DE REFORMA DE LA EDUCACION BASICA, DE LA EDUCACION           
SUPERIOR Y DEL SISTEMA DE CIENCIA Y TECNOLOGIA  

  

Introducción 

La amable invitación que me hicieran los Dres. Carlos Corach y Eduardo Menem para              
participar de esta publicación en la que se describen y fundamentan las políticas de              
cada sector durante la década de 1990 me ha obligado no solamente a revisar la               
densidad de aquel trabajo para diseñar e implementar políticas en Educación, Ciencia y             
Tecnología, sino a tratar de recrear los debates y el clima que generaron reformas              
institucionales y económicas inéditas en nuestro medio, que transformaron actores,          
reformularon alineamientos políticos y crearon relatos que aún perduran.  

El propósito que orienta este trabajo es revisar la génesis de los cambios profundos              
que instalaron una agenda muy disruptiva para la época, con el objeto de complejizar              
los análisis más comunes y contaminados con una carga ideológica de tal magnitud             
que han logrado no sólo falsear la información sino detener muchos aspectos de             
aquellas necesarias y consensuadas reformas. También ha quedado inconclusa la          
conformación de un Estado regulador inteligente que promueva la equidad y la calidad             
de los servicios que brinda.  

Los discursos y debates que se han sucedido desde entonces no han favorecido la              
comprensión de los problemas y de las políticas, lo que hubiera ayudado sobre todo a               
enriquecer la información pública. Encuentro la raíz de esas dificultades en al menos             
tres factores: 

1) Una debilidad propia de los sucesivos gobiernos democráticos, siempre comidos por            
las urgencias de las coyunturas: la agenda educativa como programa de mejora de su              
calidad y equidad no forma parte estructural de la política económica como estrategia             
para la mejora de la competitividad y el desarrollo humano tal como lo muestran los               
ejemplos de países en los cuales su crecimiento y mejora en la calidad de vida se                
explican en gran medida por la educación. La ausencia de estudios y definiciones             
técnicas sobre el complejo campo de la educación por parte de los partidos políticos              
deja todo el espacio a la corporación sindical. 

2) La actitud de muchos jefes políticos provinciales que, a raíz del deficitario régimen              
de coparticipación federal, ante conflictos serios en el sector como bajos salarios o             
demora en sus pagos, trasladan automáticamente la responsabilidad al gobierno          
nacional, fortaleciendo incluso el argumento de los gremios, sin asumir los déficits de             
sus propias administraciones.   

1

1 
​“En la perspectiva que nos ofrece la teoría del federalismo democrático, es muy difícil concebir una                 

república responsable si los gobiernos provinciales gastan pero no recaudan. Uno de los principales              
clásicos de la teoría de la representación política quedó plasmado en la expresión “no taxation without                
representation”. El riesgo que conllevan los regímenes de coparticipación federal del tipo del que              
practicamos en la Argentina es el de quedarnos con una suerte de “representación without              
taxation”…..Interesa sí especular acerca de los medios de control posibles de establecer a través del               
sistema de coparticipación federal, para impedir el desvío de fondos que en lugar de volcarse al área                 
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3) La dirigencia gremial en el sector está más orientada por su ideología política que               
por la voluntad de enfocarse en la mejora de la profesionalidad de sus afiliados, más               
allá de la lógica defensa del salario y del puesto laboral. Como además se sustenta en                
un imaginario colectivo de “sacralidad de la escuela pública” tiene facilitada la            
adhesión inmediata de gran parte de la sociedad, y aún de la mayoría de los               
comunicadores sociales que pocas veces se animan a indagar qué ocurre adentro            
mismo de las instituciones educativas, salvo en casos directamente delictivos, lo que            
ha dificultado hasta el presente tener un debate profundo e informado sobre los             
graves problemas del sector.   

2

Tanto la educación básica como las políticas universitaria y las de Ciencia y Tecnología              
tuvieron sus propios marcos regulatorios, los que introdujeron un conjunto de           
innovaciones orientadas a la transformación estructural de esos sectores, y significaron           
en varios aspectos un salto cualitativo de sus respectivas agendas.  

Sin embargo el desarrollo de esas políticas en sus respectivos espacios e instituciones             
tuvo diferente evolución según la conducta política de sus actores.  

 

 

I.- LA REFORMA DEL ESTADO COMO TELON DE FONDO DE LOS CAMBIOS EN             
EDUCACION 

Podríamos decir que la reforma y reconstrucción del Estado constituyó el objetivo            
político central de los años 90. El mundo en el que habíamos crecido cambiaba              
aceleradamente. Todos los estudios coinciden en destacar que entre los años 30 y 60              
del siglo pasado El Estado que conocíamos había sido un factor clave para la              
prosperidad económica y el aumento del nivel de vida sin precedentes en la historia de               
la humanidad. A partir de los 70, las distorsiones del crecimiento y el proceso de               
globalización pusieron en crisis a ese Estado y se comenzó a visualizarlo como la              
principal causa de reducción del crecimiento, aumento del desempleo y de la inflación. 

La gran crisis económica de los años 80 -denominada como “la década perdida”-              
redujo la tasa de crecimiento de los países centrales a la mitad de lo que fuera en los                  
20 años posteriores a la segunda Guerra Mundial, condujo a los países en desarrollo al               
estancamiento de sus ingresos per cápita e influyó en el colapso de los regímenes              

educativa, terminan consumidos por el clientelismo y el empleo prebendario. ¿Tienen las autoridades             
educativas nacionales algo que decir al respecto. Yo creo que sí?” Natalio Botana en “La Gobernabilidad                
de los sistemas educativos en América Latina”. IIPEUNESCO, 2004.- 
2 La ​Carpa Blanca fue una protesta genuina originada en los conflictos docentes por las deudas salariales                 
en 14 provincias, exacerbada por la muerte de una manifestante, Teresa Rodríguez, (símbolo y origen del                
movimiento piquetero), en la protesta de ATEN en Cutral Có, Neuquén. La CTERA, luego de la                
transferencia, trataba de ocupar el escenario de representación nacional. Reclamaba un salario docente             
digno, lo que era reconocido y apoyado públicamente por las autoridades del Ministerio. No así el relato                 
falso que instalaron sobre la reforma educativa. Fue la década de menor cantidad de paros nacionales                
docentes. La protesta tomó un carácter político partidario muy fuerte e inclusive sirvió de escenario para                
la campaña electoral de la Alianza. Finalmente se pudo acordar con el gremio la creación del Fondo de                  
Incentivo Docente (Ley 25053,Nov.1998), que recaudaba recursos nacionales para mejorar los salarios de             
todos los docentes de aula de escuelas públicas. Pero la Carpa Blanca solamente se levantó cuando                
asumió el nuevo gobierno, -presidencia del Dr. Fernando De La Rúa-, quien cambió ´la fuente de                
financiamiento del Fondo (impuesto automotor) por los únicos recursos presupuestarios que tenía el             
Ministerio de Educación para inversiones en las provincias. Resultado: Suma cero.  
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estatistas del bloque soviético. El mercado ganó mucho más espacio a nivel mundial,             
aumentó la competencia internacional a niveles desconocidos, las empresas         
multinacionales reorganizaron la producción a escala internacional, se debilitaron las          
barreras de protección de los estados nacionales y la competitividad de los países             
entre sí se transformó en condición para su sobrevivencia. Estaba cambiando el orden             
capitalista internacional. “ ​La crisis del capitalismo es también una crisis de ideas. Sin              
duda que el mercado tiene eficiencia económica pero no social, ni en las relaciones con               
los centros ni en el desarrollo periférico.. .”, ​alertaba Raúl Prebisch en 1983​.(Revista             
Nueva Sociedad, 180-181,2002). 

Los conceptos de globalización y descentralización constituyeron en las ciencias           
sociales y en el debate público el marco para la reflexión sobre el cambio de época y el                  
modelo de estado. Como respuesta a esas crisis crecieron las propuestas           
neoconservadoras de reformas orientadas al mercado y las teorías del estado mínimo.            
Se discutía su tamaño, sus funciones, de hacedor y prestador de servicios a regulador,              
se alentaron los procesos de privatización y de flexibilización de los mercados            
laborales. En un extremo de ese pensamiento se visualizaba al estado limitado a             
garantizar la propiedad y los contratos debiendo despojarse de sus funciones de            
intervención en el plano económico y social. Su política macroeconómica debía ser            
neutra, y su único objetivo debía ser el déficit público cero y el control monetario               
creciendo a la par del PBI, su política industrial ninguna y su política social mínima​.   

3

El llamado “Consenso de Washington, (1989) desarrollado por funcionarios del Fondo           
Monetario Internacional , del Banco Mundial y del Departamento del Tesoro de            
Estados Unidos produjo, en el marco de ese enfoque, un paquete de reformas             
estandarizadas para los países en desarrollo azotados por la crisis que sirvió de             
referencia para las reformas encaradas en los países de América Latina. En educación             
ese pensamiento promovía a través de los organismos de crédito modelos de            
financiamiento de la demanda en lugar de la oferta, hiperdescentralización a nivel de             
los municipios y cambios en los regímenes laborales. El caso de Chile en la región era el                 
ejemplo. Para aumento de la confusión voces como las de Stiglitz decían ​“Hoy es un               
buen momento para reexaminar este Consenso. Muchos países como la Argentina o            
Brasil, han alcanzado estabilizaciones exitosas” (Joseph Stiglitz, en Desarrollo         
Económico, Vol38, 1998). 

En tensión con esas políticas convivía un pensamiento de centroizquierda pragmática           
que se alimentaba de variadas fuentes del pensamiento internacional, (​regulacionistas          
franceses, liberales ingleses y norteamericanos de la “tercera ola”, cepalistas), ​que en            
nuestro país permeaba tanto al peronismo como al radicalismo generando profundos           
debates internos​.  

4

3 ​L.C.Bresser Pereira, conceptos desarrollados en La Reforma del Estado de los años 90. Lógica y 
mecanismos de control” Revista Desarrollo Económico, Noviembre 1996. 
 
4 ​Norbert Lechner: Revista de la CEPAL, Abril 1997.“A fines de los años setenta y definitivamente con el                  
colapso financiero de l982 se hace patente el agotamiento del modelo estadocéntrico. Es en este               
contexto que la ofensiva neoliberal propone e impone una nueva forma de coordinación social.              
…denuncia los efectos paradójicos de la acción estatal, que bloquea el desarrollo social en lugar de                
fomentarlo,…. Y pretende hacer del mercado el principio exclusivo de coordinación social. ..Como             
consecuencia, en poco más de una década América Latina pasó del descubrimiento del mercado al               
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​Coincidían en diagnosticar la gran crisis como una crisis de estado y aceptaba la               
adhesión a las propuestas de la centroderecha con respecto a respetar los            
fundamentos macroeconómicos, las privatizaciones, y la descentralización de los         
servicios. Se distanciaba del Estado mínimo y promovía la reconstrucción del Estado            
como un organismo regulador, facilitador o financiador, que garantizara la          
gobernabilidad y paz social, una administración pública gerencial, nuevos modos de           
intervención, publicitación y rendición de cuentas.   

5

Argentina no escapó a la caracterización cepalina de la “década perdida” de los años              
80 signada por la crisis del endeudamiento externo, la baja capacidad de negociación             
con los acreedores externos y los frustrados intentos de estabilización económica que            
derivaron en la entrega anticipada del gobierno por parte del Presidente Raúl Alfonsín             
(radical) al Presidente Carlos Menem (peronista), como lo describe Juan Carlos Del            
Bello, CEPAL, ​Colección Documentos de Proyecto, 2014). 

En ese contexto y como recurso extremo de estabilización el gobierno del Presidente             
Menem adoptó en el año 1991 el régimen de convertibilidad de la moneda e inició un                
plan de privatizaciones de industrias y servicios públicos de propiedad estatal y una             
gran apertura de la economía con el objetivo de obligar a la industria nacional a               
mejorar su competitividad. Para financiar la actividad económica y las reformas del            
sector público contó con financiamiento internacional. 

Ese fue el telón de fondo de las políticas de los 90, sus disidencias y tensiones estaban                 
presentes en el mismo gobierno y producía no pocos debates dentro del gabinete y en               
el sistema político en sentido amplio. Sintetizando, la política económica de los 90 se              
ejecutó respetando los fundamentos del Consenso de Whashington y con bastante           
éxito para lograr su estabilización. Sus funcionarios estaban más cerca de las ideas del              
estado mínimo​. En cambio, los actores que participaron en los debates del Congreso             
de la Nación y en el diseño y ejecución de las políticas del sector Educación, Ciencia y                 
Tecnología pertenecíamos en su mayoría al campo de las ideas del estado regulador o              
lo que llamaré el ​“estado necesario” en el marco de las reformas y la descentralización               
de los servicios.  

redescubrimiento del Estado…Estamos no frente a un retroceso sino ante un cambio de forma de acción                
estatal”.  

 
5 ​- Rodolfo Terrágneo publicó en l985 el libro:”La Argentina del siglo XXI”, “En qué cambió la Argentina                  
en estos últimos 15 año y en qué debe cambiar” texto que causó fuertes debates porque trataba de                  
introducir una reflexión sobre los cambios que debían comenzar a operarse en el Estado y proponía                
privatizaciones como las de Aerolíneas Argentinas. 

-El Presidente Raúl Alfonsín en su discurso de Parque Norte en Diciembre de l985 decía: …” En ese                  
sentido, el proceso procura modernizar no sólo la economía, sino también las relaciones sociales y la                
gestión del Estado, dotando a los ciudadanos de cuotas crecientes de responsabilidad, a fin de asociarlos                
a una empresa común. La modernización no es un tema exclusivo de las empresas, es toda la sociedad la                   
que debe emprender esa tarea y con ella la nación, redefiniendo incluso su lugar en el mundo.                 
Modernizar es, también, encontrar un estilo de gobierno que mejore la gestión del Estado y que plantee,                 
sobre otras bases, la relación entre éste y los ciudadanos. Este debate acerca del papel del Estado y de                   
las relaciones entre éste y la sociedad -que comienza por distinguir una dimensión de lo público como                 
diferente de lo privado y de lo estatal- deberá ser tomado por la comunidad como ​uno de los temas                   
claves del momento. Como tal, debería ser considerado con mayor seriedad que ​lo que se hace hasta                 
ahora, cuando el campo parece sólo ocupado por los privatistas y por los estatistas a ultranza”. 
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II.- LOS DEBATES SOBRE LA REFORMA DE LA EDUCACION BASICA  

 El Congreso de la Nación desbordado de ideas, proyectos y debates 

Lo mismo que sucedía en la vida económica, la interconexión internacional en            
educación se hizo muy fuerte y con ella una agenda vinculada a la calidad y a la                 
equidad de la oferta educativa. Recuperada la democracia el gobierno del Dr. Alfonsín             
acosado por millones de demandas pendientes, asumió la difícil iniciativa de convocar,            
organizar y sostener en todo el país un gran debate educativo. Había que reconstruir              
un servicio que la dictadura militar había dejado empobrecido, con una oferta            
desactualizada y de baja calidad, desarticulado, fragmentado internamente y con          
escasos recursos.   

6

Se había transferido a las provincias gran parte del sistema sin el necesario             
financiamiento. ​Quedaban en jurisdicción nacional alrededor del 20% de la oferta           

7

total de educación básica, en su mayoría perteneciente al nivel secundario y técnico,             
los Institutos de Formación Docente y la educación privada. Para el total país los datos               
censales de 1980 muestran que sólo el 27,7% de la población mayor de 20 años había                
asistido a la escuela secundaria y que sólo el 17% la había completado. Mientras que el                
88,9% de la población de cinco años asistía al nivel inicial en la ciudad de Buenos Aires,                 
en provincia como el Chaco esta cifra era del 28,7%. 

El primer hecho político de envergadura para el sector fue entonces el Congreso              
Pedagógico Nacional. (1984/1988). Las principales conclusiones de este Congreso         
estuvieron alrededor de las demandas de completar la descentralización del sistema, la            
extensión del período de obligatoriedad escolar, la revisión de la oferta pedagógica            
tanto en sus aspectos metodológicos como en los contenidos de la enseñanza, la             
atención a las diferencias que se registraban en los rendimientos según poblaciones,            
sectores sociales y ubicación geográfica, la vinculación con las demandas del mundo            
del trabajo, la formación docente.  

8

6 Juan Carlos Tedesco, Cecilia .Braslasvky, Ricardo Carciofi, “El Proyecto Educativo Autoritario” ,Argentina             
1976-1982. FLACSO, 1983. 
 
7 Entre los años 1976 y 1978 se completó la transferencia de las escuelas primarias a las provincias,                  
proceso que venía haciéndose parcialmente desde l960 a través de convenios con aquellas que lo               
solicitaban como fue el caso de Buenos Aires, la Pampa y La Rioja. Se trató siempre de programas de                   
ajuste fiscal del presupuesto nacional, en el marco de la ley 17878. ​Hasta 1977 el 32,4% de los                  
establecimientos de enseñanza primaria dependían del orden nacional y el 57,4% de las provincias. En               
1978 el gobierno por un decreto transfirió la totalidad de las escuelas primarias nacionales a las                
provincias. Fueron 6.700escuelas y 44.050 maestros. En 1979 el 86,7% pasó a depender de las provincias                
y Nación conservó el 0,9% de las primarias que estaban dentro de la oferta de las escuelas normales                  
nacionales. Ese proceso de transferencia significó un gran desfinanciamiento de la educación y afectó              
derechos laborales y previsionales, dejando muy mala memoria colectiva en el sistema lo que predispuso               
muy mal al sector frente a la transferencia del año 1992. 
 
8 Daniel Filmus,,”La descentralización educativa en Argentina: elementos para el análisis de un proceso              
abierto”, 1997. EN CLAD. Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo. “El reclamo por              
la descentralización de los servicios educativos en Argentina ha significado históricamente una demanda             
democratizadora frente al poder central. Ya hemos analizado las causas del excesivo centralismo que              
primó en los orígenes del Estado nacional. En el ámbito educativo, la centralización que se produjo a                 
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Esos fueron los temas que alimentaron el intenso debate legislativo en torno a los              
numerosos proyectos de ley que se presentaron en el Congreso de la Nación hasta la               
sanción definitiva de la Ley Federal de Educación en 1993. Y también los temas que                

9

comenzaron a demarcar a los actores en los dos campos de aquellas vertientes de              
pensamiento, la del ​“estado mínimo”​ y los regulacionistas del ​“estado necesario”. 

En medio de los debates que reagrupaban a los actores políticos en alianzas             
transitorias según los temas que se discutían, el Poder Ejecutivo Nacional a través del              
Ministerio de Educación y Justicia a cargo del Profesor Antonio F. Salonia, envió en              
Marzo de l991 un proyecto de ley autodefinida como “ley marco” de 25 artículos, que               
dada sus imprecisiones con respecto al rol del Estado y la gratuidad de la educación, en                
un contexto de generalizadas privatizaciones, sembró muchísima desconfianza y         
desató lo que se conoció como la Marcha Blanca de la Educación. El proyecto tuvo               
dictamen favorable de la Cámara de Senadores cuya Comisión de Educación estaba            
presidida por la senadora Olijela del Valle Rivas (peronista). Padres, docentes,           
estudiantes, gremios, organizaciones vinculadas con los servicios educativos se         
aglomeraban frente al Congreso pidiendo información sobre las decisiones legislativas          
que se estaban discutiendo.  

La Comisión de Educación de la Cámara de Diputados estaba presidida en ese              
momento por el Ing Jorge Rodríguez (peronista), quien condujo un proceso de consulta             
de una amplitud desconocida hasta ese momento en la vida parlamentaria, basado en             
las principales conclusiones del Congreso Pedagógico. Se escuchó a todas las           
organizaciones que presentaban institucionalmente sus propuestas (más de 300). Se          
invitó a actores del mundo académico y especialistas, iglesias, Cámaras y sindicatos y             
se hizo el mayor esfuerzo para lograr un dictamen conjunto de toda la Cámara que               
finalmente no se logró. El diputado Dante Caputo (radical), desconforme con la            
inesperada negativa de su propio bloque de aprobar el dictamen consensuado,           
renunció a la vicepresidencia de la Comisión de Educación en el mismo recinto donde              
el proyecto logró su aprobación por mayoría, en Agosto de 1992. 

partir del surgimiento del Estado nacional significó modificar una larga tradición según la cual la               
potestad educativa era sostenida principalmente por los cabildos locales (Oszlak O. 1982, Casassus J.              
1994). La demanda por la transferencia de los servicios surge íntimamente vinculada al conjunto de               
reclamos en pos de un verdadero federalismo y mayor autonomía de las provincias frente a un poder que                 
respondía principalmente a los sectores económicos vinculados con el proyecto agroexportador centrado            
en el puerto de Buenos Aires. Esta demanda se sustenta también en las promesas incumplidas por el                 
modelo educativo centralizado: integración nacional, equidad, calidad, articulación del sistema,          
racionalidad en la utilización de los medios, etc. Con esta perspectiva, la necesidad de la               
descentralización fue incorporada en el conjunto de las plataformas electorales de los partidos políticos              
en el momento del retorno a la democracia. También desde esta concepción fue reivindicada              
unánimemente en las conclusiones del Congreso Pedagógico Nacional en 1988”.  

 

9 “Ley Federal y Transformación Educativa, Roberto Albergucci, prologado por J.C.Tedesco. Editorial            
Troqvel, Abril 1995. “Cómo se Aprobó la Ley de Educación”, páginas 27 a 37 donde se detallan todos los                   
proyectos presentados en el Congreso de la Nación. Once proyectos de ley alcanzaron estado              
parlamentario, originados en ambas Cámaras y uno en el Poder Ejecutivo. Cuatro cada uno pertenecían               
al partido radical y al justicialismo, y el resto a los demás partidos, lo que muestra que no existía una                    
propuesta que reflejara orgánicamente la postura de cada partido. La Ley Federal de Educación              
aprobada en 1993 y originada en el Congreso de la Nación fue el punto máximo de consenso logrado en                   
aquellos ricos e intensos debates.  
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Comenzaba a conformarse un arco opositor al gobierno que acercaba al ex Grupo de               
los Ocho (peronistas) con el bloque de la UCR, (raíz de la futura Alianza). En el                
Ministerio de Economía, para esta época conducido por el Ministro Domingo Cavallo,            
un grupo de economistas y técnicos pensaban en modelos de administración de los             
servicios educativos descentralizados a nivel de los municipios dentro de cada           
jurisdicción provincial, el financiamiento del estado solo para los servicios que           
atendían a las poblaciones más pobres y al resto en porcentajes adecuados al poder              
adquisitivo de los usuarios, al estilo de la segmentación de los subsidios para la              
enseñanza privada e incluso el financiamiento a través del voucher.  

10

Sin tener conocimiento previo en la Comisión de Educación de Diputados, el Ejecutivo             
presentó el Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional l992 que contenía la            
transferencia de los servicios educativos de Nación a las provincias. Sobre el tema             
había cinco proyectos de diferentes bloques en el Congreso que no terminaban de             
aprobarse. El Ministerio de Economía había incluído la transferencia como parte de            
su ordenamiento presupuestario. El hecho aceleró la sanción de la Ley específica            
(N°24.049) en Diciembre de l991, que determinó un proceso gradual de transferencia            
de las escuelas nacionales acordado con cada provincia en respectivos convenios           
donde se establecían los recursos a transferir, su financiamiento y el de las obras de               
infraestructura pendientes así como las mejores condiciones laborales para el          
personal. Faltó un detalle que luego generó no pocos problemas: no se dispuso que los               
montos por la transferencia de las escuelas fueran asignados a la función educación             
en las provincias para obligar ese destino y no otro y establecer el poder de monitoreo                
del Ministerio de Educación Nacional. En varias provincias fueron destinados a otras            
funciones generando conflictos en el sector como bajos salarios y/o demora en los             
pagos, con el falso mensaje de los gobiernos locales a sus docentes de no haber               
recibido el financiamiento para los servicios que le fueron transferidos. En algunas            
provincias se fue generando déficit de financiamiento a raíz de que sus salarios eran              
más altos que en Nación y porque en general todas incrementaron sus plantas de              
personal y tenían serios desórdenes financieros más allá del sector educativo.  

Las ideas de política educativa pertenecientes al pensamiento del “estado mínimo”           
fueron bloqueadas dentro del mismo oficialismo por la acción política que en el             
Congreso condujo el Ing Jorge Rodríguez a favor de la educación pública universal y              
gratuita, el rol prioritario del Estado y el desarrollo de nuevas políticas para la equidad               
y calidad de la educación que se comenzaban a consensuar y a plasmar en los               
diferentes proyectos que se debatían en la Cámara de Diputados. Proceso que al poco              
tiempo lo llevó al cargo de Ministro de Educación de la Nación.  

Señalo estos detalles para ilustrar los debates de la época sobre las reformas del               
estado que anidaban en el mismo gobierno. Los del ​“estado mínimo” y los del ​“estado               
necesario”. Con el correr de la nueva gestión y la fortaleza de las leyes se fueron                
limando las contradicciones con el Ministerio de Economía a cargo entonces del Dr.             

10 ​El “voucher” fue un modo de financiamiento directo a las familias (demanda) suponiendo que ellas 
elegirían la escuela en un imaginario “mercado” educativo transparente. En mi visita a EEUU, en donde 
se estaba experimentando, el Secretario de Educación durante el gobierno del Presidente Clinton nos 
confirmó que esa era una fallida y pequeña experiencia en unos pocos estados que tenía el efecto 
perverso de fragmentar la sociedad en grupos unidos por razones religiosas, raciales o económicas lo 
que estaba muy lejos de la política que promovían y de sus tradiciones democráticas. 
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Domingo Cavallo, se respetaron las líneas de trabajo y el financiamiento que fijaba la              
ley​.   

11

De todas maneras en aquellas fuertes disidencias iniciales se generaron los           
argumentos del gremio mayoritario que lidera desde entonces el “relato de la            
educación”, (CTERA), verdaderas fakes news que caracterizaron la reforma como          
“neoliberal” y privatista, a pesar de haber ido desde el comienzo mismo en sentido              
contrario. Este relato sirvió a ese gremio para bloquear en donde pudo las reformas y               
ganar visibilidad y fortaleza hasta convertirse con el tiempo en la base política del              
kirchnerismo. Colaboró también con ello el rol y los argumentos de un “progresismo”             
político que resulta conservador en la práctica y que en un sincretismo asombroso             
unió las reformas en educación al “neoliberalismo” sin el esfuerzo o la honestidad de              
análisis más complejos para explicar las coyunturas y los actores.  

 

 

 

III.-  CONSTRUCCION DEL NUEVO GOBIERNO DE LA EDUCACION BASICA 

1.- EL CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION COMO AMBITO DE           
CONCERTACION 

Un país federal como el nuestro requiere un espacio institucional de concertación de la              
política educativa que garantice criterios fundamentales comunes entre las         
jurisdicciones y ​“el derecho constitucional de enseñar y aprender en forma igualitaria y             
equitativa” como expresaba la ley Federal de Educación. El Consejo Federal de            
Educación había sido creado en Junio de l972 (Lanusse). No era una institución nueva.              
Lo que fue innovador fue el ritmo de trabajo que se le imprimió y su conformación y                 
funciones. Estaría integrado por todas las autoridades educativas del país, un           
representante del Consejo Interuniversitario Nacional y presidido por el Ministro de           
Educación de la Nación. Contaría además con el apoyo de dos Consejos: el Consejo              
Económico y Social, integrado por las organizaciones gremiales empresarias de la           
producción y los servicios, la Confederación General del Trabajo y el Consejo            
Interuniversitario Nacional, y el Consejo Técnico Pedagógico integrado por         
especialistas designados por el CFdeCyE y dos especialistas designados por la           
organización gremial de trabajadores de la educación de representación nacional          
mayoritaria.  

Entre otras funciones se estableció las de concertar los contenidos básicos comunes,            
los diseños curriculares, las modalidades y las formas de evaluación de los ciclos,             
niveles y regímenes especiales que componen el sistema, los contenidos básicos           
comunes de la formación docente y la acreditación para su desempeño. (Art.54 a 58              
Ley24185). Todos los acuerdos de política aprobados por Resolución de la Asamblea de             
Ministros constituyeron en la práctica la reglamentación de la ley. 

 

11 ​Ley Federal de Educación, Título XI, Financiamiento. Art.60, 61 y 62 fija el 20% de incremento anual 
base 1992 hasta llegar al 6% del PBI. Y el art.63 dispuso la firma de un Pacto Federal Educativo donde se 
fijen los compromisos de la Nación y de las Provincias para su cumplimiento y aplicación de los objetivos 
de la ley. 
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2.- EL DISEÑO Y LA IMPLEMENTACION DE UNA POLITICA TRANSFORMADORA 

Reformulación del Ministerio Nacional para las nuevas funciones 

La primera tarea de la nueva gestión implicó la reformulación del mismo ministerio             
para sus nuevas funciones. Poco tiempo antes de la sanción de la Ley Federal de               
Educación el Ing. Jorge Rodríguez fue nombrado ministro de Educación y Cultural            
(Diciembre de l992). Adentro y afuera del Ministerio, aún entre gobernadores y            
políticos relevantes, había un clima de desconcierto sobre cuál sería el rol de un              
ministerio sin escuelas. Todo el personal profesional y técnico que trabajaba en él             
estaba organizado en torno a la gestión de las escuelas nacionales. (20% del total del               
sistema).  

La primera actividad fue convocar a un equipo especializado en temas de gestión             
pública y reforma del estado. ​Se conformaron dos áreas de trabajo que internamente             

12

denominábamos el ​“ministerio residual” y el ​“nuevo ministerio”. En la primera se            
gestionaban los convenios de transferencia de los servicios con las provincias, la            
infraestructura, el personal, bienes y recursos financieros. También se administraba la           
situación del personal del ministerio, el que podía elegir retirarse con una            
indemnización, ser transferido a otra jurisdicción o participar en los concursos que se             
abrirían para todos los nuevos cargos de la futura organización.  

En el área donde se diseñaba el ​“nuevo ministerio” trabajábamos los profesionales y             
especialistas alineados en lo que antes definí como los regulacionistas del ​“estado            
necesario”. Compartíamos aquellas jornadas entre otros Juan Carlos Del Bello, Inés           
Aguerrondo, Daniel Filmus, Cecilia Braslavsky, Sergio España, Hilda Lanza, Roberto          
Albergucci, Daniel Hernández, y muchos otros que se fueron incorporando          
gradualmente a la gestión provenientes de diferentes espacios de investigación como           
fueron FLACSO, el CEDEL y numerosas universidades. Se sucedieron estudios          
comparados con países federales, revisión de modelos de gestión descentralizada, de           
elaboración de presupuestos y asignación de recursos, de sistemas de monitoreo y            
control de resultados, de modelos de concertación, de funciones, tareas y perfiles para             
los cargos nuevos (que eran todos) y criterios para los concursos. Estábamos            
inaugurando lo que denominábamos ​“un ministerio sin escuelas para todas las           
escuelas​”. Una nueva centralidad. 

En realidad se abría una gran oportunidad: desarrollar un organismo fuerte y            
profesionalizado para la concertación y conducción de la educación, ya no como            
prestador directo del servicio educativo sino como garante de su unidad, de su calidad              
y equidad y de la eficiencia en la administración de los recursos. Recordemos que              
hasta ese momento había en el país tantos sistemas educativos como provincias,            
heterogeneidad y fragmentación en la oferta. Existía también en la sociedad en            
general una idea errónea, la ilusión de que desde el ministerio de la Nación se               
“conducía, se gobernaba” la educación argentina. “​En nuestro país se tiende a idealizar             
una supuesta escuela republicana, popular y democrática que fue más un proyecto que             
una realidad efectiva”, ​expresaba Emilio Tenti Fanfani. ​En el imaginario social parecía            

13

no haber registro de la existencia de las autoridades jurisdiccionales en el manejo de la               

12 Se contrató la empresa de consultoría integrada por los profesionales Jorge Domenicone, Ricardo 
Gaudio y Armando Guibert. 
13 ​Emilio Tenti Fanfani. en Gobernabilidad de los Sistemas Educativos en América 
Latina,IIPE,UNESCO,2004. 
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oferta educativa. Y dentro de los actores del sistema estaba la memoria de los daños               
por pérdida de recursos y derechos que había producido la transferencia operada            
durante la dictadura militar (1978). (ver cita 7 del punto II.”LOS DEBATES SOBRE             
EDUCACION BASICA”). La sociedad no interiorizaba el mensaje de que en un régimen             
democrático y republicano las autoridades legítimas de cada jurisdicción estaban          
firmando convenios de transferencia de los servicios educativos regulados por la Ley            
24.049. Era más fuerte el discurso opositor de los gremios, que además temían que la               
descentralización les hiciera perder alcance nacional en su representación sindical.  

La nueva legislación generó la oportunidad de organizar un sistema de gestión            
descentralizado, cuya unidad debía preservarse con políticas de alcance nacional,          
consensuadas entre todas las autoridades educativas en el CFCyE. Y a ese nuevo             
sistema, que distribuía de otra manera las responsabilidades entre la nación y las             
provincias, había que generarle recursos y saberes nuevos, reglas de juego,           
instrumentos para la gestión y sobre todo transparencia e información pública. 

Funciones del Ministerio: 

Se trataba de construir un modo de gobierno de la educación que articulara la              
autonomía de los actores educativos con un control central de la educación para             
constituir un sistema nacional integrado en un país federal plagado de desigualdades.            
El nuevo ministerio tendría tres líneas de políticas: de regulación, de evaluación y de              
intervención y su responsabilidad fundamental sería la de transferir recursos técnicos           
y financieros para lograr un piso de equidad y calidad en todo el país. Estas líneas se                 
gestaron en el organismo del MCE que reemplazó a la anterior Secretaría de Educación              
y que se denominó especialmente “Secretaría de Programación y Evaluación          
Educativa”. Desde 1993 a 1996 esta secretaría estuvo a mi cargo con tres             
Subsecretarías, de Programación y Gestión cuya responsable fue la Lic. Inés           
Aguerrondo, de Políticas Compensatorias a cargo del Prof. Sergio España y de            

14

Evaluación y Estadística Educativa, cuyo primer responsable fue el Lic. Horacio           
Santángelo y luego la Prof. Hilda Lanza. Todos ellos con sus respectivos equipos             
continuaron en esos puestos cuando pasé a desempeñarme como Ministra de           
Educación (1996/1999), garantizando de esta manera la consistencia de la gestión. La            
Secretaría de Administración fue ocupada desde entonces por el Contador José Fortes.  

Las políticas se diseñaron en torno a las siguientes funciones:  
15

.Producir y consensuar con las autoridades educativas de todas las provincias en el             
seno del Consejo Federal de Cultura y Educación (CFCyE) los contenidos educativos            
para todos los niveles del sistema, para la formación técnica y la formación de los               
docentes.  

.Promover la equidad y calidad de la educación y evaluar los aprendizajes de alumnos y               
docentes y la calidad y acreditación de las instituciones terciarias de formación            
docente. 

14 
 ​En el área de Programación funcionó la Dirección de Investigación y Desarrollo Educativo a cargo de la 
Dra.Cecilia Bravslasky, encargada de la elaboración de los Contenidos Básicos Comunes y los circuitos de 
consulta y generación de consensos. 
 
15 Ley Federal de Educación, Capítulo I, “Del Ministerio de Cultura y Educación. Art.53 incisos a) hasta n). 
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.Compensar las diferencias educativas con políticas focalizadas para las poblaciones          
con mayores necesidades de todo el país. 

.Desarrollar un sistema nacional de información educativa. 

El Ministerio de Cultura y Educación fue seleccionado como área piloto para aplicar la              
nueva técnica de presupuesto por programa de la Secretaría de Hacienda del            
Ministerio de Economía (Lic. Ricardo Gutiérrez). Ello ayudó desde el comienzo a la             
definición y organización del presupuesto en programas y actividades que reflejaban           
sus nuevas funciones, el trabajo por proyecto, la descentralización en la ejecución de             
los recursos, el monitoreo del impacto de las políticas y la transparencia. Y en paralelo               
orientó los programas del ministerio nacional en las provincias para el fortalecimiento            
institucional y la modernización administrativa de la gestión, actividades que se           
ejecutaron con financiamiento externo (PREGASE) junto con la formación de          
funcionarios en el país y en el exterior (PROFOR). Ambos del Banco Mundial.  

 

3.-LA DESCENTRALIZACION COMO POLITICA EDUCATIVA 

-Descentralización de la gestión y concertación de las políticas 

La metodología elegida para definir los contenidos y procedimientos de los acuerdos             
federales. 

La Ley Federal de Educación contenía las ideas centrales para la transformación            
educativa pero era programática. La nueva gestión del Ministerio a cargo del Ing Jorge              
Rodríguez (1992/1996) debió definir la metodología, los instrumentos y las condiciones           
para generar los contenidos de esas políticas y los acuerdos federales para que se              
convirtieran en las bases de una educación de alcance nacional que insisto, no             
teníamos. 

Un rasgo muy destacado que señalo de aquella experiencia (por su excepcionalidad en             
la gestión pública) fue la total apertura ideológica, política y académica, principio y/o             
condicionalidad que se cumplió sobradamente tanto en la convocatoria a especialistas           
y técnicos para conformar los equipos de la gestión ministerial como para elaborar las              
propuestas de contenidos educativos en todas las disciplinas, los perfiles para los            
títulos de técnicos, el sistema y los instrumentos de evaluación, el sistema de             
información, la elección de los textos escolares y de literatura que irían a las escuelas               
de todo el país provenientes de todas las editoriales y autores del mercado.  

La otra definición estratégica fue la decisión de que la implementación de los cambios              
se haría en todos los campos a la vez de manera estructural y sistémica, con un ritmo                 
gradual pautado en metas de cumplimiento medibles y acordadas en convenios con            
cada provincia, atendiendo tanto el mediano plazo como los problemas de la            
coyuntura.  

La heterogeneidad de las situaciones provinciales en la administración, -en la mayoría            
de ellas sus viejas estructuras de gobierno no estaban preparadas para asumir los             
nuevos desafíos y funciones-, hizo necesaria la búsqueda de un procedimiento que            
fijara un proceso de cambios graduales acordados entre el gobierno central (MCE) y             
cada provincia en una serie de instancias técnicas y políticas que derivaban en             
Resoluciones específicas del Consejo Federal de Cultura y Educación. 
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El primer Acuerdo Federal fue justamente la “Metodología para acordar aspectos           
prioritarios para la Aplicación de la Ley Federal de Educación” ​que se aprobó el 6 de                
Agosto de l993 e incluía cuestiones como por qué acordar aspectos prioritarios de la              
implementación, quiénes los deben acordar, qué aspectos y cómo sería el proceso. El             
mecanismo fue exitoso porque entre 1993 y 1999 se aprobaron veintidós Acuerdos            
Federales relacionados con diferentes aspectos del proceso de transformación         
educativa lo que constituyó la base de legitimación política de este proceso. En la              
práctica se constituyó de hecho en la reglamentación consensuada de la ley y permitió              
avanzar en los cambios. 

Los Acuerdos Federales eran el resultado de complejas instancias de negociación           
político-técnica referidas a cada aspecto de la reforma. Un documento a modo de             
primer borrador iniciaba el circuito en el ministerio nacional después de una primera             
negociación en el marco de la Comisión Técnica Asesora, en la Secretaría de             
Programación y Evaluación Educativa e integrada por funcionarios de alto nivel del            
ministerio, representantes del mundo académico especializados en educación y de las           
iglesias (católica y judía). El documento era sometido a discusión en una serie de              
circuitos: equipos técnicos provinciales, (debía incluir docentes de aula y          
representantes gremiales) equipos provinciales de administración educativa, asesores        
políticos de las provincias y ministros provinciales. El documento resultante era tratado            
y aprobado como un “Borrador” en el Consejo Federal para someterlo al circuito de              
“consulta nacional” -que gestionaba el ministerio nacional-, lo que implicaba que podía            
ser enviado a universidades, instituciones confesionales, gremios y demás interesados          
según el tema. Terminado ese proceso se elaboraba el documento final que trataba la              
Asamblea de ministros y se constituía en Acuerdo Federal. El proceso completo duraba             
alrededor de 10 semanas. 

Los temas que se incluyeron en los Acuerdos estuvieron referidos a: el cumplimiento             
gradual de la mayor obligatoriedad (sala de 5 y el primero y segundo año del               
secundario) junto con la ampliación de la infraestructura escolar que ello implicaba; el             
proceso de definición de los Contenidos Básicos Comunes y de los perfiles de técnicos              
del nivel secundario y la gradualidad de su aplicación en cada provincia; la formación              
inicial de los profesores; los criterios de acreditación de las instituciones terciarias            
formadoras de docentes; las políticas compensatorias; los operativos nacionales de          
evaluación de alumnos. Entre 1993 y 1994 se establecieron en el Consejo Federal los              
acuerdos fundamentales que permitieron comenzar con los primeros pasos de la           
transformación.   

16

 

16 “Metodología para acordar aspectos prioritarios para la aplicación de la Ley Federal de Educación” 
Res. N°26) CFCE, 6 Agosto1993. “Estructura del Sistema Nacional” Res. N°30, CFCE, 8 Septiembre l993 
que contenía la caracterización de los ciclos de la nueva estructura y su implementación gradual y 
progresiva. “Alternativas para la formación, el perfeccionamiento y la capacitación docente, Res.N°32 
CFCE, 13 Octubrel993. “Orientaciones generales, propuesta metodológica y orientaciones específicas 
para acordar contenidos básicos comunes, Res. N°33 CFCE, 7Diciembre1993. “Constitución del Conejo 
Económico y Social y del Consejo Técnico Pedagógico (Art.58 Ley24195) Res.N°34 CFCE, 7Diciembre 
1993. “Red Federal de Formación Docente Contínua” Res .N°36 CFCE, 1Junio 1994. “Criterios para la 
planificación de Diseños Curriculares Compatibles en las Provincias y en la MCBA.Res.N°37 CFCE, 5Julio 
1994.”Contenidos Básicos Comunes para el Nivel Inicial y la Educación General Básica.Res.N°39, CFCE, 
29Noviembre 1994. 
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Pacto Federal Educativo  

La Ley Federal de Educación había fijado un incremento del 20% anual de la inversión               
pública consolidada total en educación tomando como base el año 1992           
($6.120.196.000) hasta su duplicación o en referencia al PBI pasar gradualmente del            
4% al 6%, incremento que se fue cumpliendo con solvencia hasta finales de la década               
cuando comenzaron a disminuirse los recursos producto de las crisis y restricciones de             
financiamiento. 

Para viabilizar la implementación de la ley y la inversión que ésta significaba en              
infraestructura escolar, equipamiento, capacitación y políticas compensatorias, se        
firmó el Pacto Federal Educativo entre el gobierno nacional y todas las provincias. En él               
se acordaron los compromisos mutuos y se aseguró el financiamiento del proceso            
como responsabilidad del gobierno nacional y de las provincias.  

Impacto de la inversión: Con cada provincia se pactó un programa plurianual de             
ampliaciones edilicias y de nuevas construcciones que entre 1993 y 1999 implicó la             
erradicación de todas las escuelas rancho y la construcción de 1.200.000 m2 de             
ampliaciones y escuelas nuevas, 100 horas de capacitación para cada uno de los             
650.000 docentes, 16 millones de libros enviados a 41.000 escuelas del país,            
equipamiento tecnológico, bibliotecas especializadas para los institutos de formación         
docente, formación de recursos humanos y provisión de equipamiento para la gestión            
de los ministerios provinciales. El Financiamiento provino mayoritariamente de         
recursos del presupuesto nacional (más del 80%) y se complementó con           
financiamiento externo, PRODIMES I y II y PRISE, (Bco.Mundial y BID). ​El resultado fue              
un incremento entre los años 1991 y 1998 de la tasa de matriculación del 72,7 al 96,5                 
% para los niños de 5 años, del 95,7 al 100% en la escuela primaria y del 59,3 al 72,3%                    
en el nivel secundario.   

17

 

4.- DESCENTRALIZACIÓN Y GARANTIAS DE EQUIDAD Y CALIDAD 

-Los Contenidos Básicos Comunes para una educación de alcance nacional. 

El país tenía tantos sistemas y ofertas educativas como provincias y aún adentro de              
cada una de ellas fragmentación y desigualdad. Los “planes de estudio” identificados            
en el Ministerio de Educación de la Nación correspondientes a las escuelas secundarias             
transferidas eran 1000 (sic). La mayoría estaban referidos a diferencias menores de            
carga horaria o dictado de religión u otras materias especiales, sobre todo en colegios              
privados. A ellos había que sumar los programas vigentes en las escuelas que             
dependían de cada provincia. El Congreso Pedagógico Nacional lo había destacado           

18

como uno de los problemas más agudos a resolver.  

Como responsable de la conducción del proceso de elaboración y aprobación de los             
contenidos educativos para todos los niveles y disciplinas, el Ministerio Nacional           

17 Tasas netas de escolarización por nivel 1960, 1980, 1991, 1996 y 1998. Fuente: Censos Nacionales de 
Población y Vivienda, 1960, 1980 y 1991-INDEC. Estimaciones y proyecciones de población 1950-2050, 
INDEC 1994. Relevamientos Anuales 1996 y 1998 Red Federal de Información Educativa, Ministerio de 
Educación de la Nación.  
18 Inés Aguerrondo, “Innovación y Cambio Curricular en el nivel medio: los planes de estudio en las                 
escuelas transferidas” en “La Escuela como organización inteligente”, Editorial Troquel, Buenos           
Aires.1996. 
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montó una estrategia para elaborar estos acuerdos federales. Recorría los circuitos           
técnicos del ministerio nacional, de las provincias y recogía las opiniones del ámbito             
nacional de Universidades, Academias, organizaciones docentes, organizaciones de        
educación privada. Se completó con encuestas a estudiantes y padres, consulta a            
medios de comunicación e investigaciones en el ámbito laboral a sectores de los             
servicios y de las industrias involucrados en cambios tecnológicos y organizacionales.   

19

​Para resguardar la unidad del país se optó por la organización de los contenidos en                
tres niveles: i) nacional, Contenidos Básicos Comunes (CBC), se aprobaban en el            
Consejo Federal de Educación y eran obligatorios para todo el país, ii) provincial             
(Diseños Curriculares) adecuaban los CBC a las realidades regionales, establecían          
secuencias y ordenamiento de los contenidos, definían la metodología de enseñanza y            
explicitaban los criterios y mecanismos de promoción, iii) institucional, Proyecto          
Educativo Institucional, (PEI), a nivel de cada escuela se enriquecían los lineamientos            
de nivel nacional y provincial y el equipo docente los enmarcaban en los desarrollos              
para el aula. 

 

-Las  nuevas concepciones pedagógicas de la reforma  

Todos estos cambios tenían como objetivo una renovación de la institución educativa.            
La escuela que conocemos fue pensada y estructurada hace ya doscientos años,            
cuando comenzaba el proceso de industrialización y los cambios en la sociedad eran             
más lentos. La escuela que encontramos después de la dictadura estaba           
desactualizada en su oferta, rígida en el uso de sus tiempos, organizada según la              
disponibilidad horaria de los docentes, sin recursos ni capacidad para adecuar su            
oferta a la población que atendía y con vínculos más administrativos que pedagógicos             
con sus respectivas autoridades gubernamentales. 

En el mundo la educación había sido desestabilizada por los profundos cambios             
operados en los espacios laborales a raíz de la introducción de nuevas tecnologías y              
formas de organización del trabajo. En la agenda de las políticas educativas se habían              
introducido las nociones de “formar en competencias” lo que enriquecía el campo de             
la enseñanza al sumar a los saberes el saber hacer, pensar, resolver problemas, saber              
ser y saber vivir con otros. Esas ideas alimentaron el proceso de elaboración de la               
nueva propuesta educativa organizándola en contenidos conceptuales,       
procedimentales y actitudinales para el desarrollo de las capacidades personales y           
sociales que la escuela debía promover en una cultura institucional donde el centro             
fuera el aprendizaje, los alumnos protagonistas, el docente un profesional con           

19. ​El proceso de elaboración y consultas estuvo a cargo de la Dra. Cecilia Bravslasky, la intensidad de la                   
tarea permitió que la propuesta se nutriera con diversas fuentes:. Aporte de 600 científicos e               
investigadores, análisis de los diseños curriculares existentes en el país, consulta a la sociedad mediante:               
1) Encuesta nacional de opinión pública a una muestra estratificada de más de 1.500 casos,               
representativa a nivel nacional. 2) Encuesta “La Familia Opina” con más de 48.000 respuestas.3)              
Entrevistas a 250 empresarios de los tres sectores de la economía, (Gerentes de RRHH),4) Encuestas en                
programas juveniles de radio y televisión con más de 5.000 respuestas.5) Entrevistas a cerca de 200 ONG                 
que desarrollan programas educativos complementarios del sistema educativo formal. Publicación del           
Ministerio de Cultura y Educación de la Nación, Colección “Fuentes. Para la Transformación Curricular.              
Consulta a la Sociedad”. República Argentina 1997.  
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creciente especialización, mayor autonomía institucional y calidad de los servicios          
educativos.   

20

Ver en punto 8. ​“Todas las modalidades del nivel secundario pensadas como            
formación para el trabajo”. 

 

- El modelo de escuela que se promovía 

La descentralización y la mayor autonomía de las instituciones escolares han sido            
históricamente reivindicadas por los educadores y los movimientos pedagógicos         
orientados a lograr mayor nivel de libertad de los actores del proceso educativo para              
adecuarse a la diversidad social y cultural de los alumnos. La Ley Federal de Educación               
tomó esas perspectivas y propuso como eje del cambio a la escuela en su conjunto. Así                
la descentralización debía servir para superar el centralismo y la extremada           
burocratización y ser una posible solución para mejorar la calidad y efectividad de la              
educación. Para ello las instituciones escolares debían ganar en recursos y capacidades            
para una gestión inteligente basada en la profesionalidad de sus docentes y en la              
política educativa consensuada federalmente. La autonomía de las instituciones         
escolares sería su punto de llegada y no el punto de partida. Había que transitar el                
camino crítico para generar viabilidad. Con ese objetivo se creó el Programa “Nueva             
Escuela Argentina para el Año 2000” (Lic. Inés Aguerrondo), que llegó a involucrar             
2.700 escuelas de todas la provincias. En el marco de esas ideas se promovieron              
acuerdos en el Consejo Federal y se produjeron las orientaciones y recursos que             
llegaban a las escuelas de todos los niveles con el objeto de orientar cambios en su                
organización y gestión.  

 

5.- -LA ATENCION FOCALIZADA DE LAS ESCUELAS CON MAYORES NECESIDADES  

Plan Social Educativo 

Muchas experiencias de descentralización latinoamericanas habían enseñado que        
mayor autonomía a las escuelas sin mecanismos apropiados para enfrentar el           
problema de la desigualdad generada por factores socioeconómicos no sólo podía ser            
ineficaz sino podría agravar las enormes desigualdades existentes.  

La Ley Federal de Educación estableció que las políticas de equidad serían             
responsabilidad del Ministerio Nacional. Así se creó en l993 el Plan Social Educativo             
cuyas premisas guardaban total coherencia con los demás programas vinculados con la            
transformación. Ellas eran: fortalecer la función educativa de la escuela, descentralizar           
la ejecución de las acciones, promover una amplia participación de la comunidad            
educativa y focalizar la utilización de los recursos en los sectores más carenciados. Las              
escuelas eran seleccionadas por las autoridades provinciales según criterios         
convenidos en el CFCyE.  

20 Estos nuevos conceptos llegaban a todas las escuelas del país de manera periódica a través de la 
Revista Zona Educativa con información, reportajes a intelectuales y especialistas del país y del ​mundo​, 
intercambio horizontal de experiencias en escuelas de todo el país y orientaciones para el trabajo en la 
gestión de la escuela y el aula. Su tiraje era de 600.000 ejemplares. (Colección completa en la Biblioteca 
Nacional del Maestro, Ministerio Nacional de Educación). 
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Estas políticas se organizaron dentro de la Subsecretaría de Políticas Compensatorias a            
cargo del Prof. Sergio España en dos Programas Compensatorios: ​“Mejor Educación           
para Todos” compuesto por los siguientes proyectos: “Mejoramiento de la calidad de            
la educación”, “Estímulo a las iniciativas institucionales”, “Desarrollo de informática          
educativa” y “Promoción de propuestas alternativas”. Y el programa ​“Mejoramiento          
de la infraestructura escolar” que incluyó los proyectos: “Construcción de aulas”,           
“Refuncionalización, refacción y ampliación de establecimientos educativos”,       
“Construcción de salas de jardín”, “Mejoramiento de la infraestructura de servicio en            
establecimientos educativos”. Programas liderados por la Lic. Irene Kit, el arquitecto           
Alfredo Dato y el Ing. Raúl Leyton y especialistas en las disciplina escolares.  

Para cada escuela del Plan Social Educativo se distribuyeron libros de texto y de              
escritura previamente seleccionados por las autoridades provinciales, manuales,        
diccionario, cuadernos, útiles escolares, bibliotecas de literatura infantil, enciclopedias,         
atlas, libros de ciencia y de historia, computadoras, impresoras y bibliotecas didácticas            
para los docentes. Se desarrollaron programas especiales de capacitación para la           
mejora de la enseñanza de Lengua y Matemática, y para la instalación y uso de               
computadoras. Los fondos para ampliar o mejorar la infraestructura escolar se           
transferían a una caja de ahorro especial de cada escuela que eran administrados por              
sus autoridades y por la comunidad garantizando la transparencia y efectividad de la             
inversión. 

Se atendió directamente a 11.820 escuelas que comprendían a 3.513.860 alumnos de            
nivel inicial, primario y secundario sobre un total de 8.703.460 alumnos. El impacto de              
estas políticas se monitoreaba dentro de las evaluaciones nacionales de aprendizaje           
notándose a través del tiempo una tendencia a la mejora de sus resultados. Esta              
información se incluía en las publicaciones sobre los “Resultados de los Operativos            
Nacionales de Evaluación” del MCE.  

 

6.- LA PRODUCCION DE INFORMACIÓN PARA LA TOMA DE DECISIONES  

Creación y desarrollo del Sistema Nacional de Evaluación de la Calidad Educativa 

Una de las políticas más disruptivas para la vida escolar y para el sistema educativo en                
general fue la disposición de La Ley Federal de Educación de crear el Sistema Nacional               
de Evaluación de la Calidad de la Educación para evaluar la pertinencia del currículo,              
los resultados de aprendizaje de los alumnos y la formación de los docentes, que              
estaría a cargo del ministerio nacional. En el marco de la gestión pública se constituyó               
como una experiencia señera sobre la factibilidad del monitoreo y evaluación del            
impacto de una política, en este caso la educativa. En el relato de los gremios               

21

significó una herramienta del mercado para poner en competencia a las escuelas y             
perseguir a sus docentes. En cambio tuvo buena recepción de la sociedad en general y               

21 J.C.Tedesco,.”Argentina necesita una urgente transformación educativa. El país ha perdido demasiado 
tiempo y el mundo, mientras tanto, también cambió radicalmente. Ya no es posible creer que la 
formación que brindan nuestras escuelas y universidades se ubica en la frontera del conocimiento y que 
preparamos adecuadamente para las exigencia del desempeño, tanto productivo como social y cultural 
que exige esta sociedad en transformación acelerada…… “para ello la cultura de la gestión educativa ya 
ha comenzado a incorporar los concepto y las metodología de evaluación de resultados, rompiendo el 
esquema tradicional de gestión con altos grados de impunidad frente a los bajos logros, particularmente 
en el caso de los alumnos de sectores populares”, en “Ley Federal y Transformación Educativa”, 
Ed.Troqvel 1995 
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más aún de los medios de comunicación que esperaban los resultados de los             
operativos como el día “D” de la educación.  

Su creación y desarrollo implicó la formación de los recursos humanos adecuados para             
una actividad nueva. Las carreras de educación de las universidades nacionales se            
orientaban hasta el momento a la formación en historia de la política educativa y en               
sus vertientes pedagógicas, pero no incluían estudios sobre teorías del conocimiento,           
sobre tecnologías para la gestión de las políticas educativas, especializaciones para la            
elaboración de contenidos educativos y diseños curriculares, y menos aún sistemas de            
evaluación y construcción de ítems para las pruebas. Se recurrió a la cooperación             
internacional que permitió la asistencia técnica de países como Chile, Francia y Estados             
Unidos, en diferentes etapas de la conformación del sistema, dado que en ellos se              
había acumulado una larga experiencia. Se creó un Comité Asesor de carácter            
honorario conformado por personalidades del mundo académico como Guillermo Jaim          
Etheverry, Francisco Delich, Nidia Elola, Emilio Tenti, Alfredo Van Gelderen, Juan           
Alfredo Tirao, con el objeto de garantizar la transparencia y calidad del proceso.  

Las primeras acciones de evaluación se hicieron en 1993 evaluando aprendizajes de             
lengua y matemática en una muestra nacional de alumnos de 7° grado y de final del                
secundario. El número de alumnos evaluados se incrementó anualmente, se          
incorporaban mediciones de final de ciclos y desde 1997 se estableció una prueba             
llamada Censo Nacional de Finalización del Nivel Medio, examen censal para los            
estudiantes del último año. Los Operativos Nacionales de Evaluación implicaban          
acuerdos específicos entre nación y provincias acerca de las pruebas que se aplicaban             
tanto al sector estatal como privado, las que además contenían información de            
contexto, características de la escuela, de los docentes, de la población de alumnos y              
socioeconómicas. La información que se obtenía anualmente se hacía pública y no            
pocas veces sorprendía mostrando escuelas rurales aisladas con buenos resultados,          
escuelas urbanas privadas que no eran mejores que las estatales y otros detalles que              
permitían a las familias y a la comunidad en general conocer mejor la realidad de la                
educación.  

Esta información permitía a los equipos técnicos del ministerio nacional y de las             
provincias ajustar sus programas orientados a las escuelas en línea con las debilidades             
que se detectaban. Después de cada operativo el ministerio nacional enviaba a las             
escuelas la información de sus resultados junto con orientaciones pedagógicas          
contenidas en la Serie “Recomendaciones Metodológicas para la Enseñanza”         
(Publicación del MCE) en la que se ofrecía a los docentes orientaciones sobre los temas               
en los que los alumnos habían tenido mayores dificultades en las pruebas. Este sector              
estuvo como dije antes a cargo primero del Lic Horacio Santángelo y luego de la               
Prof.Hilda Lanza y contó con especialistas como Lucrecia Tulic, Lilia Toranzo y un             
destacado equipo profesional en cada una de las disciplinas.  

 

-Creación y desarrollo del Sistema Nacional de Información y Estadística Educativa 

Además de la información generada por el Sistema Nacional de Evaluación y            
como parte del un nuevo modelo de gestión pública, se mejoraron y crearon             
procedimientos para producir y analizar información. El ministerio nacional y las           
provincias encararon una completa transformación de sus sistemas de información a           
través de la sistematización de variables estadísticas del período 1990/93. Se           
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completaron las variables básicas del decenio 1980/90 y se trabajó en los acuerdos             
federales para el diseño y desarrollo de una nueva red de información. Ello permitió              
que en l994 se pudiera realizar el Primer Censo Nacional de Docentes y             
Establecimientos Educativos. El ministerio nacional fue el responsable del         
equipamiento y la capacitación de los funcionarios de los ministerios provinciales para            
el desarrollo y el sostenimiento de la Red Federal de Información y Estadística             
Educativa en el marco de un programa con financiamiento externo, (PRODYMES), y en             
cooperación con el Instituto Nacional de Estadística y Censos, (INDEC). El sistema de             
información y estadística estuvo a cargo de la Lic. Irene Oiberman. 

 

-El estudio de los costos de la educación 

Con el objeto de poner luz sobre los costos reales de la educación y generar               
información precisa que alimentara las decisiones y programación de la inversión para            
atender el cumplimiento de la mayor obligatoriedad que disponía la ley y las             
inversiones en infraestructura y equipamiento que el ministerio nacional debía realizar           
en las provincias, se creó el programa “Estudios de Costos del Sistema Educativo”. Este              
estudio sistematizaba y ordenaba la información referida a los costos del sistema            
según bases presupuestarias y composición del gasto en cada provincia y producía            
información sobre el impacto en los sistemas educativos provinciales por el aumento            
de la masa salarial (dada la ampliación de las plantas), el cambio en los perfiles               
docentes, los cambios en la estructura de la matrícula, la estimación de costos por              
alumno, los requerimiento de mejoras de infraestructura, etc.  

Con esta información se planificaban las inversiones anuales en las provincias según los             
compromisos que éstas asumían con respecto al cumplimiento de la mayor           
obligatoriedad. Además el programa brindaba asistencia técnica a los gobiernos          
provinciales que lo solicitaban elaborando modelos de simulación para calcular los           
costos según las opciones con respecto a la estructura con los nuevos ciclos y niveles               
que estableció la Ley Federal.  

22

Los desarrolladores y ejecutores del programa fueron el Lic. Alejandro Morduchowicz y            
el Ing. Federico Mejer.  

 

7.- DESCENTRALIZACION Y FORTALECIMIENTO DE LAS GESTIONES PROVINCIALES  

 

22 La ley Federal había fijado un cambio en los ciclos y niveles del sistema que alteraba la tradición de 
primaria y secundaria. Esa estructura no estaba en el proyecto de Diputados que había establecido 6 
años de primaria y 6 años de secundaria. Fue una incorporación del Senado en acuerdo con el partido 
Radical que generó mucha resistencia por el impacto que implicaba sobre la infraestructura y 
reorganización del sistema y demoró en Diputados la sanción de la ley. Finalmente y tras fracasar las 
negociaciones que funcionarios del Ministerio de Educación realizaron con la Senadora Olijela Del.Valle 
Ribas, la ley se aprobó quedando registro de las diferencias con respecto a la estructura que se proponía 
en el discurso del Diputado Eduardo Amadeo en la sesión del 14 de Abril de l993. Para evitar el impacto 
negativo de la aplicación de la nueva estructura el Consejo Federal decidió una aplicación flexible  según 
las disponibilidades edilicias de cada provincia. Se eligió poner el eje de la transformación en el cambio 
de contenidos, en el cumplimiento de la mayor obligatoriedad, en la reorganización de las escuelas y en 
el perfil de los docentes, flexibilizando de hecho la estructura tal como la definía la ley lo que posibilitó 
tener un rápido impacto en la ampliación y retención de la matrícula en los primeros años del 
secundario (3° ciclo de EGB) y cumplir así con la mayor obligatoriedad.  
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Atención según las necesidades de cada provincia 
 
Uno de los problemas más importantes que debíamos enfrentar eran las históricas            
diferencias entre las provincias. Un pequeño grupo de ellas tienen capacidad para            
avanzar en sus propios 

desarrollos pero hay otras cuyas debilidades técnicas y financieras las limitan. ​(ver Natalio              
Botana en cita 2. de la Introducción). 

Con la intención de encarar este problema, se trabajó en líneas de política que               
alentaran por un lado el aumento de la capacidad profesional de los cuadros estatales,              
y por el otro la mejora de los instrumentos para la gestión eficiente. Se destacan entre                
otras, las siguientes líneas de acción: 

. ​Seminarios Cooperativos para el Desarrollo de los Diseños Provinciales: Los           
Contenidos Básicos Comunes eran la base para la elaboración en cada provincia de sus              
respectivos ​“Diseños Curriculares​” que debían respetar criterios acordados        
federalmente. Para asistir a las provincias que lo demandaban el ministerio nacional            
desarrolló un “Proceso Concertado de Elaboración de Diseños Curriculares         
Compatibles” para trabajar junto a los equipos técnicos provinciales durante 18 meses            
en Seminarios asistidos por especialistas de cada disciplina. Al cabo de ese tiempo             
habían participado de estos seminarios alrededor de 1800 técnicos de los ministerios            
provinciales.  

.​Formación de funcionarios políticos y técnicos​: Para solucionar carencias vinculadas          
con la falta de conocimiento y de perfiles técnicos para las nuevas funciones en los               
ministerios provinciales y el cambio de las políticas del sector, se crearon programas             
formativos con financiamiento externo, (PROFOR). Se incluyeron actividades como:         
estadías de una semana a seis meses para supervisores y profesores orientados a la              
eficiencia en la gestión escolar; programa de becas para maestrías y doctorados para             
profesionales provinciales que cumplieran funciones en los ministerios de las          
provincias con mayores necesidades; visitas de estudio para ministros provinciales          
entre l995 y l997 de dos semanas cada una en la que se pusieron en contacto a las                  
máximas autoridades educativas provinciales con las políticas implementadas en         
países europeos en materia de regulaciones laborales, evaluación externa, autonomía          
de las escuelas y descentralización de recursos y responsabilidades a las instituciones            
escolares. 

.Asistencia técnica y financiera para el desarrollo los sistemas de evaluación y            
estadística y para la asistencia y gestión de las escuelas: Se trabajó en el              
fortalecimiento institucional de las gestiones provinciales a través de dos líneas de            
crédito externo (PRODYMES y PRISE) con el objeto de incrementar sus capacidades            
técnicas y administrativas para garantizar el buen desarrollo de los sistemas nacionales            
de información y estadística y de evaluación de los aprendizajes que el Ministerio             
Nacional de Educación había creado, junto con programas de capacitación y la            
provisión del equipamiento informático adecuado. Se avanzó en un nuevo modelo de            
gestión para mejorar tanto las tareas de apoyo a las escuelas como la gestión de sus                
recursos humanos, materiales y financieros, el desarrollo de programas de salud           
laboral para optimizar los procedimientos de reconocimiento médico y la atención           
sanitaria de todo el personal, el desarrollo de presupuestos por programas, el sistema             
y manejo de la información para la conducción junto con el equipamiento informático             
y la capacitación del personal. 
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Los programas de fortalecimiento de las gestiones provinciales fueron coordinados por           
el Dr. Manuel García Solá, quien dejó su cargo de Ministro de Educación del Chaco               
para ocupar entre 1996 y 1999 la Secretaría de Programación y Evaluación Educativa             
en ocasión de mi nombramiento como Ministra de Educación de la Nación. La idea de               
su incorporación se fundó en el deseo de no alterar la continuidad de las políticas a                
cargo de los equipos que venían desempeñándose en cada área e incorporar a un              
referente provincial con experiencia y buen diálogo con sus pares provinciales.  

  

8.- LAS POLITICAS PARA LA FORMACION TECNICO PROFESIONAL  

Todas las modalidades del nivel secundario pensadas como formación para el trabajo 

Los amplios y prolongados debates sobre la educación básica, la educación superior y             
el sistema de Ciencia y Tecnología que se desarrollaron desde mediados de los 80              
hasta la sanción de sus respectivas leyes y regulaciones en los 90, no se dieron en el                 
ámbito de la formación técnica profesional. La estructura de ofertas existentes en el             
sector venía sufriendo décadas de desinversión e inestabilidad de las políticas           
organizadas por una institucionalidad débil y fragmentada entre el Ministerio de           
Educación con sus escuelas técnicas de nivel secundario y terciario y ofertas de             
formación profesional (CONET), las técnicas privadas y el Ministerio de Trabajo con            
programas de formación profesional de corta duración y vinculados con algunos           
puestos en espacios laborales, las ofertas de algunos gremios y empresas y las             
provincias. Todas juntas dejaban y dejan aún afuera a un número creciente de jóvenes              
y adultos desempleados y con extremas necesidades formativas. 

Ese vacío de debate y de legislación sumado a la transferencia de todas las escuelas               
técnicas a las provincias, las cuales en general carecían de ámbitos específicos para su              
gestión, junto con el diseño de la nueva escuela secundaria que comprendía un ciclo              
final denominado Polimodal, y la oferta optativa de Formación Técnico Profesional,           
generó dentro del sistema y en la sociedad la idea de que los cambios en marcha                
llevarían al cierre de las escuelas técnicas. Fue tan fuerte esta idea abonada además              
por organismos internacionales de financiamiento que en los 90 solían recomendar           
eliminar esa opción y las declaraciones y temores de algunos gremios docentes del             
sector, que muchos aún hoy creen que en aquella década estas escuelas fueron             
cerradas. La Ley Federal de Educación decía, entre otras funciones, que ​el nivel             
Polimodal debía “​profundizar el conocimiento teórico en un conjunto de saberes           
agrupados según las orientaciones siguientes: humanística, social, científica y         
técnica”, y “Desarrollar habilidades instrumentales, incorporando el trabajo como         
elemento pedagógico, que acrediten para el acceso a los sectores de producción y del              
trabajo”​ (art.16, incisos cyd). 

Esas breves referencias y los estudios y la información que recogíamos del mundo del              
trabajo del país y del exterior sirvieron para inspirar la concepción de la nueva oferta               
de educación secundaria y de formación técnica y los consensos. Lejos de los temores              
y de las noticias sobre lo que nunca pasó, las decisiones de política que se tomaron                
fueron en el sentido de actualizar y ampliar la oferta de formación para el trabajo               
reformulando las escuelas de nivel secundario, tanto las de humanidades como las            
técnicas: se acordó convertir los tres últimos años del nivel secundario, denominado            
Polimodal, en formación para el mundo del trabajo. Podían anexar a esta formación la              
especialización técnica y profesional hasta el título de técnico correspondiente. Es           
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decir que a pesar de la ausencia de un desarrollo completo para la educación técnica               
en la Ley Federal, (se pensaba enviar un proyecto de ley específica que contuviera los               
acuerdos de los diseños que se estaban construyendo), se acordó que en cada             
localidad de cada provincia se definirían gradualmente los perfiles de los Polimodales y             
las necesidades de formación de técnicos para desarrollar las nuevas ofertas. Se            
esperaba así que estos cambios le devolverían sentido a la escuela secundaria para             
todos los jóvenes y que aquellas que ofrecieran además tecnicaturas, ampliarían y            
enriquecerían esta formación tan abandonada durante décadas y lejana como estaba           
de los requerimientos del mundo laboral.  

En el amplio proceso de generación de los nuevos contenidos para todos los ciclos y               
niveles del sistema, además de la consulta a especialistas y de revisar la experiencia              
nacional e internacional se llevaron a cabo investigaciones en el mundo laboral para             
indagar cuáles debían ser los conocimientos y competencias en las que deberían            
formarse nuestros jóvenes para su desempeño en los nuevos entornos a la luz de los               
profundos cambios tecnológicos y organizacionales operados en las últimas décadas.   

23

De ese proceso se pudo ratificar las tendencias que se estaban operando en las              
propuestas de formación general y de formación técnica en las políticas educativas            
promovidas en el ámbito de la Unión Europea, analizadas en el Seminario efectuado             
con todos los ministros provinciales auspiciado por UNESCO. T​ambién lo expresaba el            

24

informe del Secretario de Trabajo de Estados Unidos (SCANS 1990-1992) que tuvo            
resonancia en toda América Latina relativo a las destrezas necesarias para el mercado             
de trabajo en el siglo XXI signado por la tecnología de la información, en el cual se                 
destacaba: dominio de la lengua, capacidad matemática, razonamiento y capacidad de           
expresión coherente como demandas fundamentales al sistema educativo como         
sustento de toda formación para el empleo. 

En las indagaciones en nuestro país los nuevos entornos laborales demandaban a la              
escuela técnica romper la separación curricular e institucional entre formación teórica           
y práctica. Se hacía imprescindible reforzar las competencias básicas en lengua y            
matemáticas como base para la formación en todos los entornos laborales:           
comprender un texto, comunicarse, pensar de manera abstracta, resolver situaciones          
problemáticas se destacaban como competencias básicas generales para        
desenvolverse en cualquier trabajo y en la vida misma. Con estas ideas se comenzó a               
elaborar una propuesta que incorporara esos conceptos para todos los ciclos y niveles             
educativos. 

En el nivel Polimodal (últimos tres años de la educación secundaria) implicó ordenar la               
oferta en cinco modalidades: Producción de Bienes y Servicios, Economía y Gestión de             
las Organizaciones, Comunicación, Arte y Diseño, Ciencias Naturales y Humanidades y           
Ciencias Sociales. Para los Polimodales que ofrecieran además la formación técnico           
profesional esta podía abarcar un amplio abanico dentro de cada sector, organizados            

23 Eduardo Rojas, Daniel Hernández, A.M.CAtalano, J.Marx, I.Puccio, R.Rosendo y M.Sladogna. “Fuentes” 
La educación desestabilizada por la competitividad. Las demandas del mundo del trabajo al sistema 
educativo”. Publicación del Ministerio de Cultura y Educación. 1997. En Biblioteca del Maestro.MCE. 
24 
En el marco del proceso de capacitación para la gestión se realizó el Seminario Intensivo de Ministros y 
funcionarios de educación de la República Argentina” auspiciado por la Oficina Internacional de 
Educación , UNESCO, ColumbusCRE visitando Dinamarca, Francia, Países Bajos y Portugal. 
.Ver Informe para la Educación del Siglo XX!, “La educación encierra un tesoro”, UNESCO, 1997.  
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en Trayectos Técnicos Profesionales (TTP) elaborados en procesos de trabajo entre           
educación y los diferentes sectores del mundo laboral en el Instituto Nacional de             
Educación Tecnológica (INET) creado a tal fin.  

 

Polimodal más Trayectos Técnicos Profesionales= las nuevas escuelas de formación          
técnica 

La idea de organizar la formación técnica en Trayectos Técnicos Profesionales           
compuestos por diferentes módulos tenía dos objetivos: el primero era flexibilizar la            
oferta y los tiempos para que una misma institución pudiera atender a diferentes             
poblaciones (estudiantes regulares o que hubieran terminado el secundario,         
desempleados, actualización profesional de trabajadores o la capacitación laboral para          
empresas). Los módulos en los que se organizaban los Trayectos podían certificarse            
por unidad y a la par del Polimodal o con posterioridad a éste, para dar oportunidad a                 
los diferentes tipos de usuarios que podía atender. De esta forma las escuelas técnicas              
podían llegar a constituir la red más amplia y dinámica de formación profesional del              
país. El segundo objetivo era superar la rigidez en la actualización de los contenidos y               
poder hacer cambios pequeños, en cada módulo, cuando fueran necesarios, siguiendo           
el avance de los conocimientos y de las tecnologías que redefinen de manera periódica              
las distintas profesiones.  

Las opciones que brindaban los Trayectos Técnicos Profesionales no se vinculaban con            
un puesto de trabajo rígido sino con “áreas ocupacionales” que permitieran a los             
egresados una fuerte movilidad ocupacional en un mercado de trabajo donde la            
demanda era de personas formadas para amplios entornos laborales.  

Finalmente, se promovían procesos de debate social en cada localidad para definir            
según intereses y necesidades locales las modalidades de los Polimodales y de las             
ofertas de TTP con los respectivos diagnósticos de recursos humanos, infraestructura,           
equipamiento y recursos institucionales.  

25

Hasta l999 se habían diseñado y aprobado los siguientes perfiles profesionales y áreas              
ocupacionales según las regulaciones definidas en el “Acuerdo Marco para los           
Trayectos Técnicos Profesionales” aprobados por el Consejo Federal : Trayectos          
Técnico Profesionales Sector Industria: trayectos de “Equipamiento e instalaciones         
industriales” y trayectos para diferentes “Industrias de procesos”; el Sector          
Agropecuario: trayectos para diferentes entornos de “Producción Agropecuaria”, en el          
sector Servicio: trayectos para “Comunicación Multimedial”, “Gestión Organizacional”,        
“Informática Personal y Profesional”,” Salud y Ambiente”, “Tiempo Libre, Recreación y           
Turismo”. A partir de l998 se ampliaron los campos de trabajo hacia la normalización              

25 Acuerdos Marco CFCE sobre los Contenidos Básicos Comunes del Nivel Polimodal, A 10 Febrero 1997, 
y A12 sobre la elaboración de los Trayectos Técnico Profesionales, Res.55 de l996. En Dic.de l998 el CFCE 
aprobó los perfiles profesionales y las bases curriculares de los títulos y certificaciones de las 10 áreas 
ocupacionales mencionadas antes. En las áreas de construcción y producción agropecuaria los perfiles 
fueron además compatibilizados con los títulos que en las mismas áreas se habían definido en el 
Mercosur para todos los países miembros. 
Fuente: “Programa de Transformación Institucional para la Formación Técnico Profesional, Metodología 
de Trabajo para la puesta en marcha” publicación INET 1998, y “Evaluación para un currículum basado 
en competencias”, publicación del INET,1999. 
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de perfiles técnicos en los sectores aeronáutico, automotriz, construcción,         
gastronómicos y encargados de edificios de propiedad horizontal.  

 

El Instituto Nacional de Educación Tecnológica (INET) 

En el año l995 se creó el Instituto Nacional de Educación Tecnológica, en el ámbito del                
Ministerio de Cultura y Educación de la Nación, luego de la disolución del Consejo              
Nacional de Educación Técnica (CONET). Su conducción inicial estuvo brevemente a           
cargo del Lic. Martín Redrado y luego del Lic. Daniel Hernández quien junto al Prof.               
Alberto Albergucci y un equipo de especialistas de diferentes campos trabajaron en las             
indagaciones y acuerdos con el mundo laboral para la reconceptualización de la oferta             
de educación tecnológica. Se habían transferido ya las escuelas técnicas, los institutos            
terciarios y los centros de formación profesional a las provincias Se creó este             
organismo con carácter de Secretaría de Estado y dependencia directa del Ministro con             
el objetivo de operar en su ámbito las funciones de concertar, regular, evaluar e              
intervenir en políticas de educación técnica y de formación tecnológica de alcance            
nacional. Sus líneas de acción se delinearon en los siguientes programas: 

1) El Programa Escuela tecnológica. Consistía en adaptar las tradicionales escuelas            
técnicas de nivel medio al nuevo esquema de ciclos y niveles establecidos en la Ley               
Federal. El programa operaba a través de acuerdos con los gobiernos provinciales que             
involucraba la transferencia de equipamiento, capacitación docente y asistencia         
técnica a cada institución que ingresaba en el proyecto. 

2) El Programa de Transformación de la Educación Técnico ​Profesional que trabajaba             
en la definición de los estándares de competencias de los perfiles profesionales            
técnicos que llevaran al título de validez nacional y la modularización de los procesos              
formativos. En segundo lugar, la estandarización de calificaciones profesionales por          
sector de actividad través de convenios con los sectores interesados. En tercer lugar la              
formulación de un marco comprehensivo de títulos y certificaciones profesionales de           
distinto nivel para articular distintas calificaciones y títulos que permitiera el           
reconocimiento entre diferentes certificaciones. En cuarto lugar, la implementación de          
las nuevas ofertas de FTP en escenarios locales a través de dos modalidades: la              
selección de “centros de referencia” en acuerdo con las provincias y la conformación             
de Sistemas Locales de Ofertas y Servicios Educativos (SILOSE). Y la capacitación a cada              
centro. La idea era convertir al INET en el organismo coordinador de un Sistema              
Integrado de Formación Profesional a desarrollar en el país.  

3) El Programa de Desarrollo del Centro Nacional de Educación Tecnológica estaba            
orientado a la utilización de los recursos humanos y los laboratorios instalados en su              
sede gracias a la cooperación de empresas líderes de cada sector del mundo laboral,              
para “desarrollar y difundir conceptos, valores y capacitación para el trabajo en y con              
tecnología” en las nuevas “Escuelas Tecnológicas”, a las Unidades de Cultura           
Tecnológica instaladas en las provincias con financiamiento del INET y para ofrecer            
capacitación a trabajadores y al público en general.  

26

26 
 ​Dentro del INET se creó el Centro Nacional de Educación Tecnológica que contó con laboratorios 
donados por empresas líderes de cada sector. Para 1999 existían los siguientes laboratorios: .Procesos de 
producción integrada, procesos productivos y control de calidad (Empresa La Serenísima); Invernadero  
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4) El Programa de Articulación del Sistema Educativo con el Sistema Productivo con             
el objetivo de involucrar a los sectores del trabajo y la producción en la elaboración de                
los lineamientos generales de la educación tecnológica en vinculación institucional con           
el sistema educativo. El principal mecanismo que se utilizó fue la concertación de             
políticas en el Consejo Nacional de Educación-Trabajo, organismo asesor del Ministerio           
de Educación para la materia, integrado por representantes empresariales, sindicales y           
de los ministerios de Trabajo y de Economía. Esta política se complementaba con el              
desarrollo de los Institutos Tecnológicos de nivel Superior (ver ponto 3.3. del Capítulo             
IV de Educación Superior).  

Algunos de los componentes de esos programas se continuaron pero de forma débil y               
desarticulada. En realidad se perdió el proyecto global y la filosofía del cambio             
profundo que se había acordado para transformar a todas las escuelas secundarias y a              
las de formación técnica. Las modificaciones en su gran mayoría han sido más de              
denominación de las modalidades creadas en los 90 que de los cambios de fondo que               
ellos implicaban. Nadie puede decir sin estar mintiendo que el Polimodal fracasó. La             
realidad es que nunca se aplicó por más que en algunos casos se haya denominado así                
a los últimos tres años del secundario. Los Acuerdos del Consejo Federal sobre los              
contenidos para el Polimodal y para la formación técnica se terminaron de aprobar             
entre l997 y l999, ¿qué gobierno de los que sucedieron lo pudo aplicar sin el               
financiamiento que esa reforma implicaba? El nuevo Polimodal no se trataba           
solamente de cambio de contenidos. Lo que cambiaría sería además la organización            
del trabajo en la escuela, su equipamiento, el modelo de aprendizaje, etcétera. 

En el año 2005 se sancionó la Ley 26058 de Educación Técnica que creó un fondo                
específico para financiar inversiones en las escuelas técnicas asignándole un monto           
anual que no podía ser inferior al 0,2% del total de ingresos corrientes previstos en el                
Presupuesto Anual Consolidado para el Sector Público Nacional que se computaría en            
forma adicional a los recursos del Ministerio de Educación Ciencia y Tecnología            
debiendo acordarse su modo de distribución en el CFCE. Los recursos se aplicarían a              
equipamiento, mantenimiento de equipos, insumos de operación, desarrollo de         
proyectos. 

No existe información sobre el impacto en el sistema escolar de este financiamiento. A               
diferencia del liderazgo que ejercía el INET para la gestión de los cambios en las               
provincias, en la década del 2000 y sobre todo a partir de la creación del Fondo, en el                  
INET se abrieron ofertas de financiamiento contra las presentaciones de las escuelas            
interesadas en sus propios proyectos de inversión. Se entiende que por ese motivo             
fueron pocas las instituciones que participaron sea por falta de información o por no              
reunir las condiciones para hacerlo, de tal manera que el fondo a través de los años fue                 
quedando sub ejecutado.  

 

__________________________ 

 
Computarizado, control de la agricultura a través de sistemas computarizados (Bancos de Galicia y de 
Buenos Aires; Laboratorio de Gestión de Calidad, aplicación de software específicos (Molinos Río de la 
Plata); Comunicación de señales y datos (Telecom Argentina SA y Stet France SA); Laboratorio de fluídica 
y controladores lógico-programables, vinculado a YPF, control automático con dispositivos neumáticos e 
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hidráulicos controlados por PLC´s y computadoras. Laboratorio de Diseño Gráfico e Industrial, software 
para PyMes y grandes empresas (Techint Cía. Técnica Internacional); Electrónica y sistemas de control 
(Techint; Interactivo de idiomas (Siemens); Centro Multimedial de recursos educativo (Clarín); 
Autotrónica, (Ford Argentina), de Cultura Tecnológica, Informática y Simulación por computadora (INET).  

 
 

9.-LA FORMACION DE LOS PROFESORES Y LAS REFORMAS EN LOS INSTITUTOS DE            
FORMACION DOCENTE 

 

Un notable error de la transferencia fue no haber retenido a las instituciones de nivel               
terciario en el ámbito nacional hasta tanto se efectuaran las reformas que ahora se              
promovían con menor capacidad de intervención. 

Existía ya una serie de distorsiones históricas a enfrentar. La oferta de formación de              
docentes se distribuía en ese momento en 1250 instituciones formadoras, muchas de            
ellas de baja calidad y con ofertas que no respondían a los perfiles que necesitaban las                
escuelas. Había carencias notables de profesores de disciplinas como Matemática,          
Física, Biología, Química. En general adentro de las instituciones terciarias se repetía la             
cultura escolar de su anterior situación institucional, ya que muchas habían sido            
Escuelas Normales Nacionales que en el año 1970 se convirtieron en Institutos            
Terciarios sin los estándares propios del nivel superior. En muchos casos profesores            
titulados para el nivel secundario pasaron a desempeñarse en el nivel terciario con la              
endogamia e inconsistencia profesional que ello significaba. Por lo tanto se trataba de             
reorientar a esas instituciones hacia el logro de mayor calidad académica y más             
pertinencia en sus ofertas formadoras, promoviendo incluso su articulación con la           
Universidad. 

Desde el inicio de nuestra gestión en Octubre de 1993 se acordó el documento              
“Alternativas para la formación, el perfeccionamiento y la capacitación docente”,          
Resolución N°32 del CFCE. Se explicitaban los objetivos de largo plazo pero también se              
fijaban los recaudos y seguridades para el cuerpo docente durante la transición. En             
1994 por Resolución N°36 del CFCE se creó la Red Federal de Formación Docente              
Contínua, con financiamiento nacional, desde donde se programó y brindó          
capacitación para todos los docentes en servicio (640.000) centrados en la           
actualización en cada disciplina, a través de Universidades estatales y privadas y de             
Institutos de Formación Docente de todo el país que participaban en concursos            
abiertos para tal fin. Entre 1993 y 1999 se efectivizó la capacitación para el 90% de los                 
docentes de educación básica en servicio.  

27

En una segunda etapa, entre 1995 y 1997 los Acuerdos del CFCE estuvieron orientados              
a fijar las nuevas bases para la reorganización de los Institutos Terciarios de Formación              
Docente y los contenidos básicos de la formación de los profesores, dado que el              
ministerio nacional conservaba jurisdicción sobre el reconocimiento de los títulos que           
estas instituciones brindan. Además la Ley de Educación Superior/1995 vigente, en           

28

27 Aguerrondo, Inés: ​Ministerios de Educación: de la estructura jerárquica a la organización sistémica en 
red,​ IIPE-UNESCO, sede Buenos Aires, 2002.​  
 
28 ​Resolución N°52/96 Doc Serie A N°11 Bases para la Organización de la Formación Docente y la 
Resolución N°53/96 los Contenidos Básicos para la Formación Docente y en 1997 el CFCE aprobó los 
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sus artículos 43 y 46 incluyó a la “formación de las personas”, junto con la salud y las                  
ingenierías, entre las carreras que requerían ser acreditadas para preservar la           
integridad y la seguridad pública.  

Entre l998 y l999 se avanzó en un proceso de cambios orientados a mejorar la calidad                
de la formación docente a través de la acreditación de carreras e instituciones.             
Siguiendo la experiencia de la CONEAU con las Universidades, se comenzó con            
procesos de autodiagnóstico y lineamientos para el logro de los nuevos estándares.            
Acordadas en el Consejo Federal, las condiciones para su acreditación se focalizaban            
en la formación de grado de los profesores, la disponibilidad de bibliotecas            
especializadas, la realización de investigaciones en el ámbito educativo, la organización           
de actividades de capacitación contínua para los docentes en funciones y la provisión             
de asistencia pedagógica a las escuelas de su ámbito. Se promovieron y lograron             
convenios con las Universidades para completar la formación de grado de sus            
profesores y se creó la Red Electrónica Federal de Formación Docente Contínua que             
interconectaba 1050 institutos de todo el país para facilitar la circulación de cursos y              
bibliografía y la conexión vía internet para el acceso a bases de datos de todo el                
mundo. 

Los Institutos tenían plazos de cinco años para su mejora y muchos habían comenzado              
a transitar por ese proceso con notables progresos. Pero esta política se paralizó ni              
bien terminamos la gestión en 1999, dada la presión enorme en sentido contrario de              
muchos gobiernos provinciales y de la iglesia católica, la que poseía y conserva una              
importante cantidad de instituciones formadoras de docentes, la mayoría de baja           
calidad. 

Hasta el presente no se ha vuelto a trabajar ni acordar ningún programa de evaluación                
externa y acreditación de estas instituciones formadoras de docentes, a pesar incluso,            
como dije, de la vigencia de la Ley de Educación Superior que incluyó a la “formación                
de las personas” como aquellas profesiones que requieren ser acreditadas por ser            
responsabilidad indelegable del Estado.  

 

 

Comentario final: 

He tratado de describir de manera sintética la complejidad de una política de              
transformación de la educación básica argentina que ocupó tres años de           
deliberaciones en el Congreso de la Nación y siete años de diseños, acuerdos y              
ejecución de programas específicos orientados a generar las condiciones y fortalezas           
para la gestión de un nuevo modelo de gobierno del sector, más adecuado a un país                
federal. ​La condición básica para que este modelo sea efectivo en sus objetivos es              
que cada nivel jurisdiccional (nación, provincias, y la mismas escuelas) cumpla con            
sus responsabilidades de gestión y sean transparentes ante la sociedad.  

Contenidos Básicos Comunes para la Formación Docente del Tercer Ciclo de la EGB y la Educación 
Polimodal. 
Resolución N°63/97 del CFCE, ​Documento Serie A N°14 “Transformación gradual y Progresiva de la              
formación docente”. 
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Hasta el presente, las políticas han producido beneficios parciales. Es por eso que a              
cada beneficio puede agregarse un “pero”. Ejemplos: ampliación de la cobertura en            
todos los niveles, alto impacto de la aplicación del 3°Ciclo de EGB en zonas rurales,               
pero abandono creciente o corrimiento al sector privado en Ciudad de Buenos Aires y              
CABA. Aumento de la planta docente pero ineficiencia en el gasto. Actualización de los              
contenidos, renovación de las ofertas editoriales, pero carencias de docentes          
formados para ellos. Introducción de la evaluación sistemática de los alumnos para            
monitorear sus aprendizajes y la situación de cada escuela, pero aplicación con            
intermitencias según el humor político y gremial o según los resultados. Difusión en             
todo el sistema de visiones nuevas sobre otras maneras de organizar los tiempos y el               
trabajo escolar pero no han permeado las regulaciones administrativas provinciales. 

En todo caso lo que queda claro de nuestra gestión es que podríamos decir que en los                 

90 se instaló la nueva agenda de la educación ya que llamativamente las leyes que               

siguieron, -la Ley de Financiamiento Educativo y la Ley de Formación Técnico            

Profesional ambas en el 2005 y la Ley de Educación Nacional en el año 2006-lejos de                

contradecirla en algunos casos la enriquecieron, a pesar de que se sancionaron con             

discursos públicos orientados a “superar las políticas neoliberales que impulsaba la Ley            

Federal de Educación”. En la realidad incluso se estableció en la mitad de las provincias               

la estructura de niveles que originariamente se proponía en Diputados (seis años de             

primaria y seis años de secundaria). 

Sin embargo en la práctica, los cambios de gobierno y nuestra cultura política han               

deteriorado o incluso paralizado muchas líneas de acción. Una vez más se comprueba             

que la eficiencia de las instituciones depende más de quienes las impulsan y trabajan              

en ellas que de las declaraciones de principios. Las reformas quedaron varadas entre             

discursos ideológicos y diferentes metodologías de gestión del ministerio nacional. El           

proyecto de cambio estratégico de la escuela secundaria y de la formación técnica             

diseñado en los noventa se abandonó sin haberlo experimentado más allá de su             

nombre​. Desarrollar esa transformación era un esfuerzo financiero importante como          

también lo es recuperar el sentido de la educación secundaria, cada vez más             

deteriorada. En vez de decir que los gobiernos no estuvieron dispuestos a hacer ese              

esfuerzo, se prefirió el ataque ideológico y la mentira para seguir haciendo lo mismo.              

Hoy el ausentismo de docentes y de los jóvenes de las escuelas estatales es alarmante               

como lo muestran algunos estudios.   
29

29 ​Observatorio de la Educación Básica Argentina ,año 2014, integrado por la Fundación Centro de 
Estudios en Políticas Públicas (CEPP) y la Universidad de Buenos Aires, muestra las ausencias en el 
mundo escolar.Los estudiantes secundarios de más de 500 escuelas encuestadas tienen un promedio de 
2.88 horas libres a la semana porque faltan sus profesores, pero, además, casi el 40% de los docentes de 
escuelas estatales faltan más de 4 horas a la semana, mientras que en las privadas lo hace sólo el 23%. 
“Ese es uno de los principales temas, la brecha entre pública y privada en relación a la cantidad de horas 
de clase se hace cada vez más grande. Pareciera que los padres de las escuelas públicas no se sienten 
con derecho a reclamar, como si el Estado no fuéramos todos y como si esos chicos no tuvieran 
derechos”, dijo en esa oportunidad el Lic.Gustavo Iaies, director del CEPP. El estudio además verificó el 
alto ausentismo de los alumnos en el secundario, que de ser registrado como tal dejaría al 40% de los 
estudiantes en carácter de “libres”.  
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El gobierno de la Alianza, (1999/2001), a pesar de haber realizado gran parte de su               

campaña electoral adentro de la famosa Carpa Blanca Docente, no planteó la            

derogación de la Ley Federal ni cuestionó los cambios en marcha, tal vez porque las               

provincias gobernadas por sus representantes partidarios adherían a ella. Pero no           

avanzó en su gestión dada la crisis de financiamiento global de esa época. Sí derogó el                

impuesto específico que alimentaba el Fondo de Incentivo Docente Ley 25053/98 y lo             

reemplazó con los recursos del Ministerio Nacional destinados a las inversiones en las             

provincias (Plan Social Educativo y programas de capacitación, equipamiento y          

construcciones), sin que nadie reclamara, dejando sin esos recursos al ministerio           

nacional para continuar las inversiones en las provincias.  

Durante el gobierno del presidente Néstor Kirchner (2003/2007) y Cristina Fernández           
de Kirchner, 2008/2015) finalmente la CTERA logró la derogación de la Ley Federal, su              
bandera más preciada, en el marco de la alianza que hizo el gobierno necesitado de               
mayor base electoral para las primeras elecciones de medio término. Fue una            
estrategia política de N. Kirchner desde el inicio mismo de su gobierno para agregar el               
componente de centro izquierda que le faltaba, y así sumó gremios de docentes, de              
trabajadores del estado junto con la cooptación de organizaciones de derechos           
humanos y otras de militancia social. Todos juntos con el correr del tiempo             
conformaron el núcleo duro del kirchnerismo, vaciando a los partidos en los que             
aquellos antes se referenciaban, algunos que habían sido incluso bases de la Alianza.             
(ver cita 2 de la Introducción). Se instaló un discurso que demonizó al gobierno del               
presidente Carlos Menem mucho más allá de las reformas reales que pudo operar             
sobre la economía en una etapa excepcionalmente favorable a nuestro país por el             
valor de sus comodities.  

En educación y por el acuerdo político con el gremio, ganó la idea de un ministerio                
nacional que transfería recursos a las provincias y a las escuelas sin intervenir en el               
desarrollo de programas que apoyaran las políticas que se habían legislado. Hubo            
muchos recursos y casi nula conducción para que operaran en las líneas de los cambios               
que se necesitaban. Una idea flotaba en los pasillos del ministerio: “no ser tecnócratas              
e intervencionistas” como en los 90 “dado que el saber está en los docentes y en las                 
instituciones en las que trabajan”. Un “dejar hacer” a la medida de CTERA.  

El gobierno del Presidente Mauricio Macri (2015/2019) tampoco avanzó en ninguna            
de las líneas de las políticas legisladas. La única que ejecutó con la convicción de que                
esa sí era su competencia fue la de evaluación aunque no avanzó hacia la evaluación               
docente que también es parte de la ley que está en vigencia. Las demás estrategias no                
llegaron a constituir programas que dieran cuenta del rol que en el modelo de              
gobierno del país federal tiene el ministerio nacional.  

El deterioro del Consejo Federal de Educación es también notorio. Las autoridades            
educativas del país continúan acordando programas referidos a una agenda          
actualizada y ambiciosa, pero esos acuerdos son un ritual muy lejos de lo que pasa en                
la mayoría de las aulas. Para tanta complejidad y desigualdad en el sector las escuelas               
requieren una asistencia técnica y financiera sistemática y sostenida en el tiempo de             
parte de los especialistas nacionales y provinciales para que puedan aplicar las            
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actualizaciones curriculares y los cambios organizacionales que se necesitan. Existen sí           
algunos programas provinciales acotados a experiencias en pocas escuelas y también           
hay instituciones innovadoras basadas en la profesionalidad de su conducción y equipo            
docente, pero se ha abandonado un programa estructural y sistémico de           
transformación. En síntesis, no se cumple la condición fundamental citada para un            
modelo descentralizado de gobierno de la educación. El deterioro educativo crece. Y            
no nos va nada bien. 

 

 

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

IV.- DESAFIOS Y TRANSFORMACIONES DE LA EDUCACION SUPERIOR 

Introducción 

Las transformaciones económicas y sociales encaradas por el gobierno y el logro de la              

estabilidad económica a partir de l991 luego de décadas de inflación y picos             

hiperinflacionarios eran el sustento para la modernización que se había comenzado a            

operar: desregulación, apertura de los mercados, integración regional al Mercosur y           

participación en la globalización. Las debilidades estructurales y los aspectos aún no            

resueltos de la falta de desarrollo económico y social, el desempleo, en especial de los               

jóvenes, eran rasgos del desajuste frente al cual el mundo académico y científico y los               

actores políticos estaban en deuda de brindar propuestas superadoras y realistas. 

A la luz de las transformaciones mundiales el conocimiento y la educación habían             

adquirido nuevo impulso que, sumado a la estrechez de recursos fiscales incrementaba            

las exigencias hacia un sector que debía demostrar su capacidad de adaptación a esos              

cambios. A las universidades, a sus autoridades y a los funcionarios gubernamentales            

del sector se les habían renovado los desafíos por mostrar que podrían lograr mejorar              

la calidad y excelencia de su producción, diversificar sus fuentes de recursos,            

gobernarse y administrarse de manera autónoma y responsable y mostrar eficiencia y            

transparencia en el uso de los fondos público.  

Los cambios iniciados en nuestra gestión para responder a esos desafíos alimentaron             

las tensiones entre el Gobierno nacional y las instituciones universitarias. El concepto            

tradicional de autonomía, tan adentrado en la historia de las universidades argentinas            

comenzaba a resignificarse en términos de mayor responsabilidad por la que deben            

dar cuenta ante la sociedad y el Estado.  

  

1.- MAS AUTONOMIA CON “ACCOUNTABILITY” PARA LAS UNIVERSIDADES 
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​1.1. Normalización de las Universidades Nacionales después de 18 años de            

intervenciones 

Recuperada la democracia, los debates y las posiciones de los diferentes actores            

políticos vinculados con la universidad estaban centrados en reparar las políticas más            

terribles y dramáticas operadas en el sistema por la dictadura militar, que involucraron             

la prisión, el exilio o la muerte de millares de docentes, estudiantes y personal auxiliar,               

la total abolición de la libertad de expresión en los claustros y el cierre de carreras y                 

aún de instituciones. La dictadura concebía a la universidad como un foco donde             

anidaba la “subversión”, ya que a su entender había sido totalmente ocupada por el              

peronismo y el marxismo. La última ley para el sector sancionada por el régimen de               

facto fue la N° 22.207 del año 1976 acentuaba mucho más la subordinación de las               

universidades al poder político. Determinaba que éstas gozaban de autonomía          

académica y autarquía administrativa, económica y financiera pero debían ajustarse,          

igual que las universidades privadas, a rigurosas normas programáticas, acordes con           

los objetivos del gobierno. El Rector era designado por el Poder Ejecutivo y los Decanos               

por el ministro de Cultura y Educación a propuesta del primero. Los estatutos             

propuestos por la asamblea universitaria requerían la aprobación del Poder Ejecutivo.           

Se introdujo la institución de las “incumbencia profesionales” que serían          

reglamentadas por el ministerio de Cultura y Educación junto con la posibilidad de que              

los estudios podían ser arancelados. 

A los tres días de haber asumido el gobierno, (Diciembre de l983), el Dr. Raúl Alfonsín                

dictó el decreto 154/83 de intervención y normalización de las universidades           

nacionales y envió al Congreso un proyecto de ley de solo tres artículos que lo               

ratificaba y derogaba la ley 22.207. La intención era dar un marco legal a la transición                

democrática de los gobiernos universitarios hasta tanto estos se constituyeran y se            

sancionara una ley orgánica completa sobre la materia. Por otro lado, se suspendía la              

vigencia de los estatutos universitarios sancionados con posterioridad al 29 de julio de             

1966, se eliminaban todas las cláusulas discriminatorias y proscriptivas de todo tipo            

para la provisión de cargos docentes y no docentes. La reglamentación permitía la             

incorporación de alumnos en los consejos provisorios normalizadores. Además,         

reconocía a los centros de estudiantes y a las federaciones regionales como órganos             

legítimos de representación estudiantil. Se consagraba a la Federación Universitaria          

Argentina como el ente máximo de representación de los estudiantes. Con           

modificaciones del Senado en Jun/1984 se sancionó la ley 23.068. Se dio un plazo              

máximo de un año y medio para concluir el proceso de normalización. Con la              

aprobación de los nuevos estatutos y la elección de las autoridades universitarias            

definitivas el gobierno entendía que las universidades podrían seguir funcionando          

autónomamente sin mayores problemas pese a no haberse dictado la anunciada “ley            

de fondo”. Pero había defectos técnicos ​“que sumados a la ausencia de textos             

explícitos sobre cuestiones claves relacionadas con la autonomía dieron pié para que            

pudiera sostenerse que a falta de aquella “ley de fondo”, las normas del régimen              
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provisorio de normalización sobre algunas atribuciones del Poder Ejecutivo seguían          

vigentes… Hasta que la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinó que “el              

régimen establecido por la ley 23068 tiene un carácter provisorio hasta que una ley de               

fondo reemplace a la ley orgánica de las universidades nacionales 22.207 que aquella             

expresamente derogó”, José L.Cantini.​   
30

“Curiosamente, ​comenta Emilio Mignone​, esta ley dirigida a restaurar la autonomía no            

incluye esta palabra y repite en el inciso “g” del artículo 61 el concepto de               

incumbencias profesionales diseñadas insólitamente para los establecimientos       

estatales por el anatematizado régimen de facto.”.   
31

El decreto 2461 de Diciembre de 1985 fue la única norma que completó a la ley 23068                 

y dispuso la creación del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) al cual podían            

adherir libremente las universidades nacionales. Pese al carácter provisorio de las           

normas dictadas en esta primera etapa democrática, hubo que esperar hasta el año             

1995 la sanción de la “ley de fondo” para la educación superior, (Ley 24.521, vigente).  

 

1.2. Las ideas y las políticas de los 90 para generar más calidad, equidad, autonomía               

y responsabilidad en las Universidades.  

Voy a recuperar el marco de análisis propuesto en este trabajo en el punto 1, (“La                
reforma del Estado como telón de fondo de los Cambios en Educación”) con el objeto               
de diferenciar a los actores e ideas que en educación en la década de los 90                
representaron el pensamiento de lo que llamé ​“el estado necesario” frente a la ideas              
reformadoras del ​“estado mínimo”. En el sector educación después de los duros            
debates hasta la sanción de la Ley Federal de Educación, (Abril 1.993), se abrió en el                
gobierno nacional un espacio enorme de libertad para concebir, acordar y ejecutar            
políticas de reforma que para la universidad significaron mejoras que las ponían            
además en condiciones de igualdad y cooperación con el resto del mundo en un sector               
que se había internacionalizado. Recordemos que el Ing Jorge Rodríguez asumió el            
cargo de Ministro de Cultura y Educación de la Nación en Diciembre de l.992 y desde el                 
comienzo conformó un equipo con especialistas de distintos orígenes profesionales.          
Las políticas referidas a la universidad fueron lideradas por el Lic. Juan Carlos Del Bello,               
Lic. en Desarrollo y Programación Económica y experto en Economía y Planificación            
Regional.  

Los primeros años de democracia durante el gobierno del Dr. R. Alfonsín habían             

alcanzado solamente para recuperar la vida democrática dentro de las universidades           

conformando sus nuevos gobiernos e instancias de representación. Por lo tanto los            

graves problemas y desafíos que tenía el sector estaban intactos, siendo el más notorio              

el deterioro de la calidad como producto de las políticas de destrucción y vaciamiento              

30 ​José Luis Cantini, “La autonomía y la autarquía de las Universidades Nacionales”, Academia Nacional 
de Educación, Estudios II, 1997). 
31 ​(°) Emilio Mignone, “Política y Universidad” El Estado Legislador ,IDEAS (Instituto de Estudios y Acción 
Social, 1998. 
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de la universidad por parte de la dictadura. Pero también las mismas políticas             

democratizadoras desplegadas con el objeto de reparar tanto daño generaron una           

cultura facilista, un progresivo relajamiento de los sistemas de selección, insuficiencia           

de recursos y su uso poco eficiente.  

 

Cambios en el modo de intervención del Ministerio Nacional: 

De controlar y aprobar burocráticamente planes de estudio y presupuestos          

universitarios a “pilotear a distancia” políticas de promoción de la calidad, equidad y             

eficiencia del sistema. 

Al momento del diseño del “nuevo ministerio” (año 1993) la política universitaria se             

administraba desde una Dirección. En ella y de acuerdo con la retracción dispuesta de              

la legislación al año 1966 por la ley 23.068 del gobierno del Dr. Alfonsín, se continuaba                

con las funciones de otorgar la validez nacional de los títulos, (el régimen universitario              

argentino había tomado desde su inicio de la tradición napoleónica el otorgamiento de             

la validez académica junto con la habilitación profesional), verificar la duración y            

contenido de los planes de estudio para su aprobación, y analizar los presupuestos             

desagregados en incisos (salarios, bienes de consumo, servicios no personales,          

inversiones, transferencias, -becas, investigación-, infraestructura, etc) que enviaban        

las universidades al Ministerio de Educación y que luego eran remitidos a la Secretaría              

de Hacienda del Ministerio de Economía para la autorización definitiva como si ellas             

fueran organismos descentralizados del estado.  

La nueva gestión traía en su ideario las reformas que alimentaban las mejores prácticas              

de políticas en los países desarrollados en donde la caída del estado de bienestar y las                

crisis y restricciones de financiamiento orientaron a los gobiernos hacia políticas de            

“accountability” (rendición de cuentas), fijación de metas, transparencia de gestión de           

recursos y control posterior de resultados. Instrumentos como la evaluación de la            

calidad y presupuestos organizados por proyectos con metas medibles eran los           

instrumentos para reformular la gestión de todas las políticas públicas y las            

universidades estatales no escapaban a esos criterios. Además, en el marco de la             

apertura económica que se había iniciado en el país con la desregulación y las              

privatizaciones era necesario mejorar la competitividad de la producción argentina y la            

política educativa estaba orientada hacia esos objetivos. En el caso de las            

universidades se trató de profundizar la autonomía y modificar el rol del ministerio. En              

lugar de un ministerio que revisaba planes y programas de estudios se desarrolló un              

ámbito con capacidad para controles ex post y activo en programas vinculados a             

promocionar el fortalecimiento institucional de las universidades, la calidad y          

pertinencia de sus carreras tanto de grado como de posgrado y de modificar la              
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asignación de recursos a favor de la mayor eficiencia, equidad y transparencia del             

gasto.  

Las normas que venían operando dentro del sistema universitario se limitaban a             

garantizar la “autonomía académica” o la “autonomía científica y docente”, sin hacer            

ninguna referencia la “autonomía institucional”, que es condición ​sine qua non para            

que la libertad académica quede garantizada. Se puso el acento en subrayar que             

autonomía no significaba “soberanía” como muchas veces se interpreta cuando se la            

entiende de modo absoluto. Autonomía con responsabilidad pública era el concepto           

que llegaba entre los pliegues de aquellas políticas que quedarían plasmadas en la             

nueva ley. 

Para generar las condiciones de esa nueva política se creó una Secretaría de Estado               

con dos Subsecretarías desde donde se imprimió un ritmo acelerado para la            

generación de consensos vinculados a los cambios​.  
32

El hecho de que esta política cuestionara centralmente el concepto mismo de            

autonomía --bandera del movimiento reformista que lideró el radicalismo y el           

socialismo- para ofrecer otro modelo que implicaba mayor autonomía unida a mayor            

responsabilidad generó intensos debates y resistencias muy duras. Para la cultura           

política imperante hablar de “rendición de cuentas”, “evaluación externa”, “medición          

de resultados”, proyectos por programa, eran conceptos traídos de la economía de            

mercado y por lo tanto ajenos al ideario reformista. La normalización operada en los              

primeros años de democracia había puesto en los rectorados a personas afines con el              

alfonsinismo y el movimiento estudiantil era ocupado por la Juventud Radical,           

denominada Franja Morada, muy activa y asociada a la CTRA en su oposición a toda la                

política educativa y a la Ley Federal de Educación. 

Se deseaba avanzar hacia la conformación de un sistema universitario con creciente            

capacidad de auto regulación, integrado por instituciones autónomas y autárquicas,          

con capacidad de gestionar su propio desarrollo y que, como contrapartida, aceptaran            

incorporarse a procesos de evaluación externa y acreditación. Para tales objetivos la            

Secretaría de Política Universitaria, (SPU) debía contar con recursos financieros          

adicionales para alimentar en las Universidades programas de reforma, desarrollar          

nuevos instrumentos de gestión, generar información actualizada para orientar las          

políticas y aumentar la transparencia del sector.  

 

32 ​Secretaría de Política Universitaria a cargo del Lic. Juan Carlos Del Bello, Subsecretaría de Gestión de 
Política Universitaria Dr. Eduardo Mundet y Subsecretaría de Programación y Evaluación Universitaria, 
Dr. Eduardo Sánchez Martínez. Hubo una gestión breve de la SPU del Dr.Orlando Aguirre. En el año 1996 
la Secretaría de CyT. pasó a depender del MCE y fue nombrado como su responsable JC Del Bello y E. 
Sánchez Martínez ocupó el de Secretario de P.Universitaria. 
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1.3. Programa de Reforma de la Educación Superior (PRES) 

Para los objetivos trazados la SPU organizó sus actividades dentro del Programa de             

Reforma de la Educación Superior (PRES) definiendo cinco ejes de trabajo: 1.            

ordenamiento normativo, 2. mejoramiento de la calidad, 3. innovaciones en lo           

económico financiero, 4. Producción de información estadística e instalación de redes           

informatizadas y 5. planeamiento regional. Para esos fines inició negociaciones con el            

Banco Mundial para obtener recursos extrapresupuestarios.  

. Ordenamiento normativo 

En el período 1993/95 se destacan cinco importantes iniciativas en materia de            

ordenamiento normativo. Las dos primeras excedieron a la Secretaría de Políticas           

Universitarias pero impactaron directamente en la educación superior. Ellas fueron: 

1) la Ley Federal de Educación (1992) que además de reordenar el sistema y transferir                

las instituciones de nivel primario, secundario y terciario no universitario a las            

jurisdicciones provinciales y municipales, estableció la obligatoriedad de duplicar el          

presupuesto educativo en cinco años e institucionalizó la evaluación de la calidad            

educativa. Además en su artículo 23 garantizaba la autonomía académica y autarquía            

administrativa y económico-financiera de las universidades en el marco de la           

legislación específica. 

2) La reforma de la Constitución de 1994 que instituyó la autonomía universitaria y la                

gratuidad y equidad en la prestación del servicio educativo. La Constitución vino a             

afirmar el principio de la gratuidad siempre que no afectara a la equidad.   
33

3) El establecimiento de un nuevo marco regulatorio para las Universidades Privadas            

(1993) por medio del cual aumentaron las exigencias sobre la calidad de la oferta pero,               

verificada ésta, se les otorgaba una autonomía semejante a la de las universidades             

públicas.  

4) La anulación del régimen de incumbencias profesionales vigente entre 1976/1983. 

5) La Ley de Educación Superior (l995). 

. Mejoramiento de la calidad y evaluación universitaria 

El nuevo modo de intervención del ministerio en la vida de las universidades se centró               

en promover la mejora de la calidad y la evaluación externa, dando origen a dos               

programas que fueron el antecedente de la CONEAU (Comisión Nacional de Evaluación            

y Acreditación Universitaria): de evaluación institucional y de acreditación de          

33 ​“En rigor de verdad el texto constitucional actual no impide la gratuidad, que es un instrumento 
legítimo y en muchos casos necesario, pero insuficiente”…. “por esa razón la mayoría de las 
universidades nacionales cobran aranceles en sus cursos de posgrados”, Emilio Mignone.”Política y 
Universidad”, el Estado Legislador. 
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postgrados. El tema de la evaluación de la calidad universitaria junto con el del              

financiamiento fueron los que generaron los debates más intensos. 

Las políticas de mejoramiento de la calidad tuvieron una estrategia: la de reconocer la              

diferencia de calidad, premiar la excelencia y estimular el desarrollo de lo que aún              

debía mejorar. Y dos líneas de políticas, una a través de la evaluación, la promoción del                

desarrollo académico de las universidades y la categorización y estímulo a los            

profesores investigadores, y la otra consistió en la creación de una línea de             

financiamiento innovadora, el Fondo para el Mejoramiento de la Calidad Universitaria           

(FOMEC), al que podían acceder las universidades nacionales presentando proyectos          

de desarrollo institucional en el que solicitaban financiamiento ad-hoc-. 

Entre los hitos del desarrollo de la problemática de la evaluación en el país se destacan                

como antecedentes esfuerzos de tres órdenes: 

a) El del Ministerio Nacional de Educación que en acuerdo con el Consejo             

Interuniversitario Nacional (CIN) y con financiamiento del Banco Mundial desarrolló un           

Proyecto de asistencia técnica denominado Fortalecimiento de la Gestión y          

Coordinación Universitaria (1991/1993); b) las actividades promovidas por el CIN y los            

trabajos de diversas instituciones universitarias y c) los aportes y propuestas de            

diferentes especialistas.  

En virtud de esos antecedentes nacionales y el conocimiento acumulado a nivel            

mundial, la SPU promovió actividades de evaluación a través de la firma de convenios              

con las universidades. En ellos se acordaba que las universidades llevarían adelante la             

“autoevaluación” con total independencia y autonomía y el MCE otorgaría los apoyos            

técnicos y el financiamiento necesario para concretar esa etapa. Luego el MCE            

organizaba la evaluación externa en acuerdo con las universidades y las financiaba en             

su totalidad. Antes de la creación del Sistema Nacional de Evaluación y Acreditación             

Universitaria que creó la Ley de Educación Superior ya se habían realizado convenios             

con la mitad de las universidades nacionales, con dos asociaciones de facultades, la de              

Medicina y la de Ciencias Agrarias y con una universidad privada.  

La Acreditación de Posgrados 

Otro hito importante fue la Creación de la Comisión de Acreditación de Posgrados,             

(CAP) y constituyó la primera experiencia que hubo previa a la CONEAU, (Comisión             

Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria). Se llegó a la acreditación en tres             

universidades y la experiencia sirvió más tarde para el diseño y formulación de estos              

procesos en el marco de la CONEAU. El programa incluyó el otorgamiento de becas              

para la post titulación de docentes en el país y en el exterior vinculado a los procesos                 

de acreditación a través de convenios con cada universidad. 
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.Creación de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria          

(CONEAU) 

Tal vez el aspecto más innovador de la ley 24521 (1995) sea el referido a la creación                 

del sistema de evaluación y acreditación que dio origen al desarrollo de la Comisión              

Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU) cuyo primer presidente          

y organizador fue el Dr. Emilio Mignone, que ayudó a imprimir prestigio a la institución               

y a generar confianza en el sector. Se materializaba de esta forma el principio que iba                

junto al aumento de la autonomía y autarquía universitaria y que permitiría una             

adecuada rendición de los recursos que recibía ante la sociedad y el Estado, orientaría              

a los estudiantes, mejoraría los estándares de estas instituciones y su competitividad e             

intercambios a nivel internacional.  

La evaluación institucional fue concebida para ayudar a mejorar la calidad y poner a              

disposición de la sociedad información confiable sobre los resultados de lo que se hace              

y sobre lo que son las universidades por adentro, sus fortalezas y debilidades y para               

lograr que dejaran de ser verdaderas “cajas negras” con los perjuicios que ello             

ocasiona. 

A pesar de la obligatoriedad establecida en la ley, la estrategia concebida por la              

CONEAU ha sido la de realizar evaluaciones “acordadas o concertadas” con las            

universidades. La ley estableció también garantías para preservar la autonomía de las            

universidades como son:  

.comenzar por una autoevaluación de la propia universidad como punto de partida            

necesario de la evaluación externa; 

.las evaluaciones están a cargo de pares académicos y no de instancias administrativas; 

.se realizan en función de los objetivos definidos por la propia institución, aunque             

también pueden realizarse por objetivos propios de la CONEAU en tanto tengan que             

ver con lo exigible a cualquier universidad; 

.el órgano evaluador es descentralizado por lo tanto no depende jerárquicamente del            

MCE y goza de razonable independencia de criterio; 

.ofrece “recomendaciones” y no medidas punitorias. 

Tal vez sirva para valorar el papel de la CONEAU dentro del sector los resultados de la                 

primera acreditación de los posgrados en los cuales el 25% de los que existían no               

alcanzaban el umbral mínimo de calidad. A partir de allí hubo mayores incentivos para              

que las instituciones se ocuparan de mejorar la calidad de sus ofertas. Con el correr de                

los años este organismo ganó un lugar preponderante en el sistema que contribuyó a              

generar una cultura de la evaluación y la rendición de cuentas. 
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Las críticas que se hacen a los procesos de evaluación son más bien críticas a su forma                  

de instrumentación o a la aparente impotencia del modelo de evaluación adoptado            

para dominar las dificultades que existen para evaluar y mejorar la enseñanza, más allá              

de lo que las normas establecen.  

  

. Un régimen de títulos que concilia autonomía y responsabilidad del Estado 

Prácticamente desde 1885 la legislación universitaria argentina ha establecido que es           

atribución de las universidades el otorgamiento tanto de los grados académicos como            

de los títulos habilitantes para el ejercicio profesional. Como es sabido en la legislación              

comparada existen dos modelos en esta cuestión: la tradición napoleónica en la cual             

los títulos certifican la formación académica y habilitan para el ejercicio profesional y la              

tradición anglosajona en cuyo marco por lo general los títulos solo certifican el grado              

académico quedando la habilitación a cargo de otras instancias que varían según los             

países.  

La ley 24521 introdujo cambios importantes en este régimen vinculándolo con la figura             

de la acreditación de carreras. No se aparta totalmente de nuestra tradición en la              

materia, la ley optó por un camino intermedio ante la falta de consenso en las               

universidades de separar el grado académico y la habilitación profesional tal como se             

había propuesto en el primer anteproyecto de ley. Por ese motivo se buscó una              

solución de consenso que prevé una regla general para la mayoría de las carreras y una                

regla específica para algunas pocas. En los dos casos no se separa el grado académico               

de la habilitación profesional, pero mientras que para la generalidad de las carreras las              

universidades tienen amplia autonomía para definir tanto el perfil de los títulos            

(conocimientos y capacidades que certifican) como su alcance (las actividades para las            

cuales tienen competencia los poseedores del título), para aquellas otras carreras que            

forman profesionales que en su ejercicio pueden poner en riesgo de modo directo             

ciertos bienes y valores que requieren ser especialmente protegidos por el Estado            

porque hacen al interés público (como la salud, la seguridad, los derechos, los bienes,              

la formación de las personas) se exige que sean “acreditadas”. 

La acreditación es un sistema de certificación de calidad que se basa en una               

evaluación en función de estándares que operan como patrones contra los cuales se             

compara la realidad que se observa al momento de evaluar esas carreras. Estos             

estándares son acordados en el marco del Consejo de Universidades.   
34

34 ​Ó​rgano de coordinación del Sistema que define, entre otras funciones importantes, la carga horaria 
mínima de las carreras, los contenidos curriculares básicos para las carreras que forman profesionales 
que en su ejercicio puedan poner en riesgo de modo directo valores que hace al interés público, y la 
definición de las carreras que forman profesionales descriptos en el punto anterior 
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Y ​el proceso de evaluación está a cargo de la CONEAU. La alternativa elegida es similar                

a la que se está aplicando en las naciones que integran la unión Europea y la región. 

Más allá de los ajustes y mejoras que siempre podrían hacerse al modelo, es sabido               

que sin acreditación no hay mayores posibilidades de movilidad internacional de           

estudiantes y de profesores, ni de inserción académica en el mundo, con las             

implicaciones que ello tiene en un mundo cada vez más globalizado.   
35

El proceso de acreditación comenzó con la carrera de Medicina, claramente incluída en             

la condición del art.43 LES con la activa colaboración de AFACIMERA (Asociación de             

Facultades de Medicina de la República Argentina) presidida entonces por el Decano            

de Medicina de la UBA Dr. Ferreyra. Trabajó en la generación de los estándares con los                

que se acreditaría dicha carrera en todas las Universidades del país, estatales y             

privadas. Contó con el asesoramiento de un consultor externo especializado en esa            

temática. De esta manera se produjeron los primeros avances que de algún modo             

abrirían luego el camino para otras carreras que debían ser acreditadas (las de             

Ingeniería y las de Agronomía entre las primeras). Estas carreras además fueron las             

primeras en adherir al sistema de acreditación del Mercosur y en ser efectivamente             

acreditadas con efecto en ese espacio regional. Al presente la cantidad de carreras             

acreditadas excede largamente a las que hipotéticamente se preveía acreditar cuando           

se trabajó el proyecto de Ley de Educción Superior. Ello ha ocurrido en parte por la                

presión de las carreras interesadas y de los colegios profesionales respectivos, y en             

parte por las políticas y criterios vigentes en los años posteriores. Lo interesante es              

destacar la importancia que esos sectores atribuyen a la acreditación para su prestigio             

y reputación pública.  

 

.Programa de Incentivos a los Docentes Investigadores de las Universidades          

nacionales 

Los estudios y diagnósticos acerca del estado de la investigación en las universidades             

habían concluido con que ésta era débil y necesitaba impulso y fortalecimiento. Se             

creó el programa de incentivos a los docentes investigadores que apuntó a lograr a              

través de un incremento salarial para aquellos docentes que sin dejar de hacer             

docencia dedicaran una parte importante de su tiempo a la investigación. Se buscaba             

el desarrollo de la investigación en las universidades promoviendo el incremento del            

número de docentes de tiempo completo, -modelo humboltiano parecido al existente           

en Brasil con profesores a tiempo completo y estudios de doctorado como título             

35 
 ​Hay que señalar que figuras destacadas en el sector como Francisco Delich, rector organizador de la 
UBA, von Wuthenau, de la Universidad de San Andrés y de la Universidad CAECE, o el propio diputado 

nacional José Dumón de la UCR y antes ministro de educación de la nación acordaban con este modelo.  
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máximo en el plantel de profesores- y el desarrollo integrado de la carrera académica              

de los profesores. 

El Programa fue elaborado por la SPU del Ministerio de Educación con la participación              

y el consenso del Consejo Interuniversitario Nacional y se diseñó siguiendo el ejemplo             

también de las mejores prácticas de los sistemas nacionales de investigación, aunque            

no fue posible la coordinación con el CONICET ni siquiera entre los años 1996 y 1999                

cuando la Secretaría de Ciencia y Tecnología fue incorporada al Ministerio de            

Educación.   
36

Esta política continúa con las mismas reglas básicas pero el sistema de evaluación se              

ha complicado, la cantidad de investigadores se ha multiplicado, lo cual habla de su              

impacto, aunque antes el monto del incentivo llegó a representar el 30% de la              

remuneración total que percibían los profesores. En cambio ahora no llega al 5%. La              

continuidad del programa tiene que ver con una cuestión no solo simbólica y cultural              

sino con el hecho de que la categorización es lo que posibilita acreditar atributos para               

ser “sujeto de proyectos”. A tal punto es así que las universidades privadas luego de               

batallar largamente para que sus docentes sean también categorizados por el           

Programa de Incentivos, lograron su objetivo, aunque sin pretensión ni derecho alguno            

al incentivo propiamente dicho. Si bien se aumentó y revalorizó la investigación dentro             

de las Universidades, el efecto no deseado es que quienes se dedican primordialmente             

a la docencia terminaron encontrándose en una situación de inferioridad con relación            

a quienes investigan​. ​Para equilibrar la situación de los docentes que sólo hacen             

docencia con los docentes investigadores se requiere una política pública que estimule            

con algún tipo de recompensa económica la tarea específica de enseñanza, lo que             

resulta hoy imprescindible sobre todo para los que enseñan en los primeros años.             

También se requiere un fuerte apoyo a la gestión institucional que, por lo general, está               

aún lejos de haberse profesionalizado como exigen los tiempos que corren.  

 

.Creación del Fondo para el Mejoramiento de la Calidad Universitaria, (FOMEC)  

Con la creación del FOMEC, (1995) con financiamiento del Banco Mundial, se            

ordenaron las líneas de inversión en los programas de desarrollo de la universidades             

que se venían experimentando, mejora de la calidad y mecanismos innovadores de            

asignación de recursos financieros. Los objetivos prioritarios: el apoyo a las reformas            

académicas, la modernización de los planes de estudio, la modernización de la gestión,             

mejora en la calidad de la enseñanza, capacitación y formación de posgrado de los              

36 ​Este cambio se gestionó con el apoyo de la Jefatura de Gabinete ocupada entonces por el Ing Jorge 
Rodríguez. La Secretaría de Cultura pasó a depender directamente de Presidencia y la incorporación de 
CyT a Educación completaba el campo de políticas de innovación, calidad y vinculación con el sistema 
productivo y el desarrollo tecnológico que desde la concepción de las políticas para todo el sector venían 
germinando en los debates en el Congreso de la Nación en las Comisiones de Educación y de Ciencia y 
Tecnología. 
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docentes a través de becas en el país y en el exterior, mejora de los procesos de                 

enseñanza y de aprendizaje, evaluación del desempeño de los profesores y la política             

de ingreso, el equipamiento tecnológico y obras de infraestructura. Se destinaron           

fundamentalmente a fortalecer las carreras de Ciencias Básicas e Ingenierías, las que            

ocuparon el 84% de los proyectos. La participación de las Ciencias Sociales y Humanas              

fue baja tanto con respecto al número y calidad de las presentaciones como al éxito               

obtenido en su aprobación. Para revertir esta situación se decidió financiar la            

asistencia técnica para que pudieran mejorar la conceptualización de líneas de           

desarrollo académica de estas carreras. Se desarrollaron 1780 becas (58% en el país y              

42% en el exterior) lo que redundó en el incremento en la cantidad de profesores con                

títulos de posgrado.   
37

El FOMEC tenía un directorio formado por personas independientes, que no            

pertenecían al Ministerio de Educación, con reconocimiento académico y disciplinario          

en sus especialidades, que resolvían sobre los proyectos presentados por las           

universidades y la asignación de los fondos, luego de la evaluación que realizaba un              

equipo técnico sobre la elegibilidad, calidad y pertinencia de los programas. El            
38

FOMEC fue evaluado de modo permanente y a su finalización lo fue no solamente por               

el Banco Mundial sino también por expertos independientes convocados por el           

gobierno que siguió a nuestra gestión, quienes llegaron a conclusiones muy           

satisfactorias, rescatando las valiosas contribuciones que el programa había realizado.          

El FOMEC puede considerarse como un modelo de política pública que utilizó un             

instrumento bien diseñado y ejecutado por una gestión eficaz y exitosa de un área              

clave de la gestión del Estado, que sin duda puede replicarse en muchas otras. Pero la                

aplicación del modelo de asignación de recursos trabajado largamente en la SPU a             

partir de diagnósticos, escenarios y alternativas posibles fue sin duda complicada. En            

parte porque la experiencia internacional muestra que siempre lo es cuando se trata             

de pasar de un sistema de asignación discrecional a otro basado en criterios objetivos,              

por los intereses creados que se deben vencer. Lamentablemente en el año 2000 el              

programa fue cerrado sustituyéndoselo por un fondo que, en vez de copiar el modelo              

de gestión de sus recursos de la experiencia del FOMEC, desde entonces se destinan              

de manera discrecional según el Secretario de turno. 

  

1.4. La política de​ ​financiamiento de las Universidades 

37 ​Ver​ ​Publicaciones e Informes varios de la SPU del Ministerio de Cultura y Educación y del FOMEC entre 
1996 y 1998. 
38 ​Formaron parte del primer Consejo Directivo del FOMEC los académicos Dr.Roberto William, Dr.Martín 
Piñeiro, Dr. Héctor Gertel y Dr.Mario Mariscotti con la presidencia del Secretario de Políticas 
Universitarias. El trabajo de evaluación técnica de los proyectos fue liderado durante toda la existencia 
del FOMEC por el Lic.Carlos Marquís, su Director Ejecutivo, asistido por un equipo de técnicos de primer 
nivel integrado por jóvenes profesionales especializados en análisis y evaluación de proyectos. 
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Durante mucho tiempo la actitud del Estado hacia las universidades en materia de             

financiamiento se reducía a asegurar la transferencia de fondos y controlar luego la             

legalidad del gasto. Si esto pudo eventualmente ser suficiente en épocas de mayor             

holgura financiera, y de pocas universidades que atendían a una minoría privilegiada            

que lograba acceder al nivel superior, había dejado de serlo en tiempos de             

restricciones fiscales inevitables, de una demanda creciente de educación superior y           

de una mayor complejidad institucional. En tal caso le correspondía al Estado la             

responsabilidad mayor de formular y aplicar políticas públicas adecuadas a la situación            

para que las universidades en ejercicio de una autonomía responsable pudieran           

cumplir acabadamente con sus funciones específicas. Además, el viejo hábito de           

autorizar gastos sin tener respaldo presupuestario o sin generar los recursos para            

atenderlos sabiendo que finalmente el Estado no tendrá otra alternativa que hacerse            

cargo de ellos, como era frecuente, tampoco contribuía a mejorar el financiamiento            

del sector. En torno a estas ideas se planteó que el Estado debía crear un sistema de                 

asignación de recursos más equitativo, más transparente y que comprometiera la           

responsabilidad de todos los actores institucionales involucrados, en el entendimiento          

de que solo una política pública orientada a promover la equidad y la calidad del               

servicio educativo podría fomentar además la solución de los viejos problemas de            

acceso y permanencia de los sectores más desfavorecidos.  

Se constató que claramente el presupuesto en ese momento para las universidades            

era insuficiente y se trabajó para incrementarlo. Se venía de la hiperinflación y del              

deterioro de los salarios. En un período de tres años se logró duplicar el presupuesto a                

valores reales y se dio a las universidades autarquía económica para gestionarlo al             

transferírseles una suma global cuya asignación a diferentes gastos era definida por            

cada universidad.   
39

En paralelo a la asignación global del presupuesto a cada universidad, se comenzó a              

construir un modelo de asignación de recursos de distribución secundaria entre las            

universidades sobre la base de criterios objetivos como la cantidad de alumnos, el             

rendimiento de los alumnos, la cantidad de egresados, etc. El sistema combinaba            

modelos objetivos para la asignación de gastos de funcionamiento de libre           

disponibilidad con esquemas contractuales que regularan la asignación específica en          

inversiones de equipamiento, desarrollo académico, becas, etc. Este fondo llegó a           

administrar alrededor del 20% de los recursos, lo que ayudó a impactar positivamente             

en el sector. Es decir que el criterio de una autonomía con rendición de cuentas vino                

de la mano de la evaluación de la calidad pero también de la asignación de recursos                

específicos. 

Descentralización salarial 

39 ​“El gasto público universitario en la Argentina”. Por Marcelo Becerra, Oscar Cetrángolo, Javier Curcio y 
Juan Pablo Jiménez. 79 Oficina del Banco Mundial para Argentina, Chile, Paraguay y Uruguay – 
Documento de Trabajo N.8/2003. 
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Se promovió también la descentralización de la política salarial. Las universidades           

tenían un esquema centralizado que determinaba que en la práctica se terminaba            

discutiendo el salario con el Ministerio de Economía de la Nación. Este era un modo               

que por un lado trataba de evitar que se tomaran decisiones salariales            

independientemente de las posibilidades de cada universidad para afrontarlas y que           

por otro lado permitiría a las universidades enriquecer sus decisiones de gestión y la              

identidad y el compromiso interno de sus equipos docentes además de la competencia             

dentro del sector. Utilizaron este sistema las universidades nuevas pero no prosperó.            

Como dije antes, a las universidades les cuesta asumir que son “empleadores” y que              

como tales administran el recurso más valioso que tienen, el recurso humano,            

vinculado además con la producción del conocimiento. Finalmente las gestiones de los            

gobiernos que siguieron volvieron a centralizar la negociación salarial.  

 

2.- INFORMACION PARA LA GESTION  

2.1. Creación del Programa de Mejoramiento del Sistema de Información          

Universitaria 

La situación en la que se encontraba el área de información universitaria en el año               

1993 podría calificarse como de “emergencia informativa” dado que desde 1985 se            

habían interrumpido las series de Estadística Universitaria. En los organismos          

internacionales como UNESCO la información sobre educación aparecía con líneas de           

punto. En el marco de los programas de mejora y fortalecimiento de la gestión de la                

SPU se creó el Programa de Mejoramiento del Sistema de Información Universitaria            

con el que se logró reconstruir las series estadística básica de alumnos, ingresantes y              

egresados 1982-1992 y realizar por primera vez un Censo Nacional de Estudiantes            

Universitarios (1994) que permitió obtener una radiografía exhaustiva de la población           

estudiantil de las Universidades Nacionales, tanto en relación con su desempeño           

académico como con sus principales características sociodemográficas y        

socioeconómicas.  

Durante toda la gestión de esos años la SPU puso un énfasis especial en la generación                

de una variedad muy amplia de publicaciones de calidad: libros, informes de            

investigación, difusión de los contenidos completos de seminarios organizados sobre          

temas en debate con la participación de investigadores y actores nacionales e            

internacionales, publicaciones periódicas diversas, folletos y piezas menores. Fueron         

todos vehículos para la discusión de nuevas ideas y tendencias, indispensables para            

enriquecer los debates públicos y respaldar las innovaciones que se trabajaban y se             

ponían en marcha. 
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Asimismo, y por primera vez, se publicó un documento dedicado exclusivamente a            

ofrecer información de todas las Universidades Privadas.   
40

En l997 se firmó un convenio con el INDEC cuyo Director, el Dr. Héctor Montero,               

comprendió bien la importancia de tendría incluir en una de las “ondas” de la Encuesta               

Permanente de Hogares un conjunto de preguntas sobre educación (25 preguntas           

sobre educación básica y 25 sobre educación superior) que, entre otras cosas,            

permitiría confrontar la información que surgiera con la obtenido a través de la             

estadística que regularmente relevan las universidades, lo que ayudaría a ajustar la            

matrícula real de las casas de estudio. Pero la importancia de esa iniciativa que pudo               

concretarse con el apoyo del INDEC va mucho más allá porque lo que se obtuvo fue                

una información de enorme riqueza que dio lugar a la publicación de un libro con               

análisis de investigadores reconocidos, muy útiles para hacer diagnósticos y tomar           

decisiones que publicó la Universidad Nacional de 3 de Febrero . Aún hoy             
41

investigadores del área como Ana María García de Fanelli, entienden que sería            

importante replicar aquella iniciativa para tener buena información y generar          

indicadores sobre aspectos centrales de nuestro sistema de educación superior. 

De los estudios e indagaciones realizados desde los primeros años de gestión del             

programa se pudo conocer: a) el bajo rendimiento evidenciado en la baja tasa de              

graduación entre egresados e ingresantes (19 de cada 100 ingresantes); b) excesiva            

duración real de las carreras (en las universidades nacionales era de un 60% superior a               

la duración prevista en los planes de estudio); c) escasa equidad en el acceso y               

permanencia de los estudiantes en el sistema como consecuencia de la carencia de             

becas y créditos para asistir a estudiantes provenientes de sectores carenciados; d)            

asignación de los recursos presupuestarios en función de la distribución histórica           

altamente inequitativa y de las influencias política, con independencia del desempeño           

de las instituciones y de sus logros; e) escaso desarrollo de fuentes de recursos propios               

de las universidades para complementar el financiamiento del Estado; f) ​débil           

articulación con los requerimientos y demandas del sector productivo y falta de            

articulación con el nivel medio así como entre las mismas universidades con            

superposición de ofertas.  

El Sistema de Información Universitaria (SIU) 

La creación del SIU como dije antes es uno de los componentes del Programa de               

Reforma de la Educación Superior. Tuvo por objeto dotar a las universidades con             

desarrollos informáticos destinados a mejorar la gestión y la calidad de los datos que              

se generan a diario asegurando la transparencia y uno de los insumos básicos para la               

toma de decisiones institucionales. La modalidad colaborativa y en red que distinguió            

40 ​Serie completa de publicaciones de la SPU que conforma el Archivo de ediciones del MCE, en Biblioteca 
Nacional del Maestro. 
41 ​E.S.Martínez y A.Jozami, (eds.)“Estudiantes y profesionales en la Argentina: una mirada desde la 
Encuesta Permanente de Hogares”UNTRF,Bs.As.2001. 
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desde un comienzo el trabajo del SIU fue clave para la gradual aceptación por las               

universidades a las cuales sus productos estaban destinados. La participación de éstas            

en sus trabajos y desarrollos como “usuarios” implicó trabajar con cada una de             

acuerdo con sus características y necesidades, lo que aseguró que las aplicaciones            

desarrolladas se adaptaran sin mayores dificultades a cada institución. 

Esa filosofía de trabajo desde el comienzo y el liderazgo de la Dra. Luján Gurmendi, una                

de sus impulsoras, han permitido que el SIU tuviera continuidad hasta hoy, no sin              

sobresaltos y momentos críticos que pudieron superarse. Uno de ellos fue el de su              

fuente de financiamiento. Siendo un componente del PRES esa fuente estuvo           

inicialmente asegurada por el tiempo del crédito externo, pero no su continuidad. Con             

ese fin primero se constituyó un consorcio de universidades que atendían su            

financiamiento pero finalmente, ya entrado el 2000, el SIU pasó a ser parte del CIN,               

Consejo Interuniversitario Nacional. 

El SIU ha desarrollado a lo largo de su existencia 13 módulos de software para distintas                

funciones y requerimientos de las universidades. El objetivo del ​SIU-Guaraní por           

ejemplo es para la administración de tareas académicas. El ​SIU-Araucano es un módulo             

para estadística de alumnos, muy interesante porque es información que surge           

directamente desde la gestión evitando cualquier distorsión. El ​SIU-Mapuche es un           

módulo de recursos humanos, y así con los otros sistemas desarrollados. 

De esa forma todas las universidades tienen acceso a esos módulos y para muchas              

actividades es su responsabilidad utilizarlos, lo que asegura consistencia y seguridad en            

la información que se genera para el sistema universitario y para el Ministerio de              

Educación. 

 u  

3.- LAS UNIVERSIDADES CONECTADAS ENTRE SI Y CON SU ENTORNO 

La totalidad de las universidades, tanto nacionales como privadas, participan          

activamente en los organismos de coordinación creados o confirmados por la Ley de             

Educación Superior (Ley 24521) y la Ley Federal de Educación (Ley 24195): El Consejo              

de Universidades, el Consejo Interuniversitario Nacional, el Consejo de Rectores de           

Universidades Privadas, los Consejos Regionales de Planificación de la E.S., el Consejo            

Federal de Cultura y Educación y el Consejo Nacional de Evaluación y Acreditación             

Universitaria.  

3.1. Programa de Vinculación Tecnológica en las Universidades 

Con el objeto de ayudar a aumentar y mejorar la vinculación entre las Universidades y               

el sector productivo promoviendo la innovación tecnológica y sus aplicaciones al           

desarrollo se creó el Programa de Vinculación Tecnológica en las Universidades. A            

través de él se crearon Unidades de Vinculación Tecnológica en todas las universidades             
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nacionales que, institucionalizadas como Secretaría de los rectorados, han permitido          

fortalecer sustantivamente las relaciones de la universidad con los sectores          

productivos. Se realizó capacitación de gestores de proyectos de vinculación, se hizo            

un relevamiento y difusión de la oferta tecnológica de las Universidades, se crearon             

“incubadoras de empresas” en algunas de ellas, se realizaron encuentros sectoriales           

entre Universidades y algunos sectores productivos destinados a promover trabajos          

conjuntos y convenios de transferencia de tecnología. 

3.2. Programa de Planificación Regional de la Educación Superior  

En el año 1993 se crearon los Consejos Regionales de Planificación de la Educación              

Superior (CPRES) como órganos de articulación, coordinación y consulta a nivel           

regional, integrados por representantes de las instituciones universitarias y de los           

gobiernos provinciales. Se han establecido siete regiones: Bonaerense, Centro-Este,         

Centro-Oeste, Metropolitana, Noreste, Noroeste y Sur. Los miembros de cada una son            

los representantes de los gobiernos provinciales y universidades estatales y privadas           

con asiento en las respectivas jurisdicciones, pudiendo integrare también         

representantes de los sectores productivos de la región.  

El objetivo del programa fue promover el desarrollo de un sistema más integrado y con               

mejores articulaciones vinculando diferentes tipos de instituciones, con sus         

particulares expectativas y necesidades nacionales y regionales con diferentes         

demandas de la sociedad. Hacia el final de la década se habían obtenido algunos              

resultados como la generación de bases de datos de la oferta regional de educación              

superior, organización de posgrados regionales, programas de vinculación tecnológica         

a nivel regional y representación de la región en el Consejo de Universidades. Y no se                

pudo avanzar más en parte por un problema de diseño de estos consejos, aún              

pendiente, pero especialmente porque los gobiernos provinciales, que son parte          

constitutiva esencial de los CPRES, por lo general no le han prestado la atención que               

merecen como mecanismo de articulación y ordenamiento territorial de la oferta de            

educación superior y, salvo excepciones, sólo envían a las reuniones periódicas de esos             

consejos a funcionarios de 2da.línea sin capacidad decisoria. 

3.3. Programa de Reforma de la Educación Superior Técnica No Universitaria  

Paralelamente al desarrollo de políticas e instrumentos para su aplicación en el ámbito             

de las universidades se fue haciendo claro que una política de ampliación de la              

cobertura en vistas a una creciente inclusión, requería ampliar la mirada y pensar la              

Educación Superior como un campo que fuera más allá de lo estrictamente            

universitario. Existía una oferta de educación superior no universitaria en jurisdicción           

de las provincias después de la última fase de la transferencia, pero mayormente             

estaba (y está) conformada por instituciones de formación docente y solo en menor             

medida por carreras técnicas, que por lo general no se caracterizaban por su impacto              

en la demanda de personal calificado ni tampoco por la calidad de la oferta. Faltaba un                
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tipo de instituciones de formación tecnológica de nivel superior que pudieran ser            

alternativas válidas para un sector de la población joven y no tan joven, interesada en               

formarse en la educación superior pero sin los tiempos y los sesgos academicistas             

frecuentes en las ofertas universitarias. 

Muchos países y entre ellos en la región como Brasil y Colombia, mostraban que ese               

tipo de instituciones había logrado un buen desarrollo, tanto en la cantidad como en              

calidad crecían a tasas mayores que mucha carreras universitarias, y por sus            

característica y duración de sus ofertas permitían una mejor articulación con las            

demandas de los mercados laborales. Y si bien la educación superior no universitaria a              

la que pertenecerían los institutos tecnológicos en los que se pensaba era una             

responsabilidad de las provincias, se entendió que sin invadir jurisdicciones era           

legalmente posible que el gobierno nacional desarrollara y ofreciera a las provincias            

que lo solicitaran o aceptaran, incluso con su participación activa, este nuevo tipo de              

oferta de educación superior de orientación tecnológica. 

Con este marco de referencia se comenzó a trabajar concretamente en un programa             

en el que se hicieran los estudios, diagnósticos, proyecciones y análisis de factibilidad,             

destinado a la creación de un grupo importante de Institutos Tecnológicos a ser             

instalados en las provincias que lo requirieran. Ese programa se denominó PRESTNU,            

Programa De Reforma de la Educación Superior Técnica No Universitaria. Con el apoyo             

del BID se logró convocar a los mejores especialistas en el tema lo que permitió el                

desarrollo de estudios y diagnósticos sólidos para que la creación de las nuevas             

instituciones se basara en fundamentos que aseguraran la necesaria sustentabilidad de           

la iniciativa.  
42

Los institutos a crearse debían contar necesariamente con entidades del sector privado            

vinculadas con las demandas de la región respectiva, con aportes a definir en cada              

caso, y se promovía igualmente la participación de la provincia en la cual el              

emprendimiento se emplazaba, lo mismo que con la/las universidades de la región,            

con aportes también variables, y obviamente con el impulso y apoyo de la Nación. 

El PRESTNU, cuyo Director Ejecutivo fue el arquitecto Víctor Sigal, contaba con un             

pequeño equipo de técnicos especializados, coordinados por Claudia Wentzel,         

Directora de Proyectos. El principal componente de este programa era el FONIT (Fondo             

Nacional de Institutos Tecnológicos Superiores) concebido con una filosofía y funciones           

similares a las del FOMEC.  

Al finalizar nuestra gestión había 17 proyectos de institutos aprobados, 5 en la             

provincia de Buenos Aires, 3 en Córdoba, 1 en Chaco, 1 en Chubut, 1 en Mendoza, 3 en                  

Misiones y 3 en Santa Fe y 56 en proceso de aprobación. Hacia el año 2000 varios                 

42 ​La mayoría de los estudios y trabajos de base realizados se recogen en el libro “La Educación Superior 
Técnica No Universitaria, problemática, dimensiones y tendencias”, editado por José Delfino , Héctor 
Gertel y Víctor Sigal,MCE-SPU, Bs.As. 1998.  
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empezaron sus actividades. Solo a título de ejemplo mencionaré algunos con las            

carreras programadas para responder a demandas regionales: El Molino (Santa Fe):           

Fabricación mecánica, Procesos Productivos, Gestión de Empresas; Iguazú (Misiones):         

Administración Hotelera, Gastronomía, Turismo, Guía de Turismo; Tres Isletas (Chaco):          

Producción Agropecuaria Integrada y Sostenible; Funesil (Córdoba):Lechería y        

Tecnología de Alimentos, Producción Agropecuaria, Administración y Comercialización        

Agroalimentaria, etcétera.  

En suma, el PRESTNU fue un programa interesante e innovador, necesario no sólo para              

acercar la oferta de educación superior a las reales demandas de cada región sino              

también como referencia para actualizar y mejorar la organización, la gestión y los             

niveles de calidad de la enseñanza superior técnica no universitaria en manos de las              

provincias. Lamentablemente la gestión del gobierno siguiente parece no haber          

advertido ese interés y privó del impulso necesario que requieren proyectos de esa             

naturaleza en la etapa inicial.  

 

3.4. Articulación entre el nivel medio y la Universidad 

La autonomía que tienen las universidades para definir sus particulares modalidades           

de ingreso a sus carreras no impide que la preocupación por las condiciones en las que                

los estudiantes acceden a ellas sea un tema que trasciende a las universidades y se               

convierta en materia de política de estado. La articulación entre el nivel medio y el               

superior universitario fue tratado en el seno del Consejo Nacional de Educación            

Superior dando lugar a la sanción de dos Dictámines, el primero en el año 1994 y el                  
43

segundo en 1997. 

En el Dictamen de l994 se proponía que al término de la educación media/polimodal,              

sin perjuicio del diploma correspondiente, se realizaría una prueba de aptitudes y            

conocimientos, nacional y voluntaria, que permitiera otorgar a quienes la aprobaran           

un Certificado Nacional de Aptitudes Básicas. Dicho certificado podría ser utilizado por            

las universidades como un elemento de juicio adicional, -junto con las calificaciones            

del polimodal, por ejemplo-, para el ingreso al nivel superior, de acuerdo con los              

criterios y exigencias de admisión que ellas establecieran. El Dictamen del año 1997             

agregaba la realización de una prueba preliminar de finalización de la Educación            

General Básica.  

Estos dictámines fueron tomados como base para acordar en el Consejo Federal de             
Cultura y Educación un proceso gradual de desarrollo de una prueba de finalización del              

43 El Consejo Nacional de Educación Superior fue creado por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional a 
principios de los 90 siendo sus miembros: Alberto Enrique Casano, José Luis de Imaz, Francisco Delich, 
Carlos José Hernández, Ezequiel Gallo, Gregorio Klimovsky, Fernando Martínez Paz, Emilio Mignone, 
Martín Enrique Piñeiro, Elena Malvina Rojas Mayer, Emilio Tenti Fanfani, José Luis Cantini y Juan Carlos 
Tedesco. 
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nivel secundario de carácter voluntaria durante cinco años al cabo de los cuales sería              
de aplicación obligatoria para certificar el nivel. Como se describe en el capítulo             
dedicado a la educación básica, punto III.6 (Creación y desarrollo del Sistema Nacional             
de Evaluación de la Calidad Educativa)el Ministerio Nacional venía desarrollando          
operativos de evaluación de la calidad de los aprendizajes de los alumnos en distintos              
ciclos del sistema y se proponía avanzar en una prueba censal de terminación de la               
Educación General Básica y otra específica de terminación del nivel secundario,           
(Polimodal).  

Existe mucha experiencia internacional en este tipo de pruebas, por ejemplo Francia,            

Italia, Inglaterra, Alemania, Dinamarca y en algunos países de América Latina como            

Chile, Colombia y Brasil. Nuestro interés se centraba en el efecto beneficioso de ese              

instrumento para establecer estándares que orienten a todas las escuelas del país para             

que trabajen para mejorar sus resultados y con ello aumentar la equidad del sistema.              

Además de nada sirve el ingreso irrestricto al nivel Superior si los jóvenes abandonan              

rápidamente por carencias básicas de conocimientos y capacidades que no fueron           

adquiridas en las etapas previas. La realidad demuestra que no hay sistemas más             

democráticos que aquellos en donde se cuida la calidad de los procesos de enseñanza              

y sus resultados se monitorean periódicamente.  44

La prueba de finalización del nivel secundario se aplicó de manera censal solamente un              

año, (1997) y esta política se discontinuó con el cambio de gestión. 

 
 
 
Comentarios finales 
  
La enumeración pormenorizada de las políticas universitarias que se desarrollaron en           

la década de los 90 y sus fundamentos y antecedentes deseo que sirvan para aportar               

información que confronte con las falsedades instaladas por cierta militancia política y            

con la extendida cultura de no ir a las fuentes para verificar las caracterizaciones que               

livianamente se han hecho y se siguen repitiendo. Durante el período de nuestra             

gestión no hubo ni privatización, ni empobrecimiento, ni arancelamiento ni          

mercantilización ni retiro del Estado. Esas afirmaciones no debieran hacerse más en            

abstracto. Hay que confrontar estas políticas con el impacto que tuvieron sobre las             

instituciones y sus usuarios, las consecuencias de las mismas y la redistribución            

material y de poder entre los actores en juego. No eludimos el debate, pero el debate                

sobre ideas diferentes acerca de las políticas posibles debe ser informado y bien             

44 L​os estudios estadísticos de la SPU mostraban el abandono masivo en los primeros años de la 
universidad, el excesivo tiempo de las graduaciones y el alto costo resultante por alumno comparado con 
otros países más eficientes. Estos datos no debieran obviarse al momento de pensar en soluciones que 
aumenten la calidad y equidad de toda la oferta educativa desde su base. Info en Estadísticas Básicas de 

Universidades Nacionales, SPU,MCE. 1997.-  
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intencionado para que nuestras instituciones se enriquezcan junto con toda la           

sociedad.  

Como lo señaló Oscar Ozlak en un estudio sobre la reforma estatal en Argentina              

(PREAL/2003) “pueblan hoy el mapa estatal diversas instituciones establecidas en el           

ámbito del Ministerio de Cultura y Educación, a cargo de funciones de promoción,             

financiamiento, acreditación y evaluación de la actividad académica y científica”. Se           

trataría entonces de evaluar su impacto.  

Como lo expresé antes en este trabajo la eficacia de las leyes y de las instituciones en                 

general dependen más de quienes las impulsan y trabajan en ellas que de las              

declaraciones de principios. Con el paso del tiempo y la experiencia surgirán            

seguramente nuevas necesidades para modificar y ampliar las leyes. En el caso de la              

Ley de Educación Superior vigente sería importante que en un escenario de nueva             

legislación se preserven ideas e instrumentos que han funcionado muy bien y han             

persistido a lo largo de los años y de los gobiernos como los siguientes:  

.La idea de autonomía responsable compatible con un sistema de evaluación           

cuidadosamente concebido y regulado, 

. el sistema de evaluación y acreditación, 

- los criterios para la asignación de recursos, que si bien no han podido traducirse en                

un cambio más de fondo de la modalidad existente, ha permitido que en el Consejo               

Interuniversitario Nacional (CIN) se admitieran y propusieran algunos avances que han          

mejorado, en alguna medida por lo menos, la forma de distribución presupuestaria,  

- el reconocimiento del subsistema de universidades privadas con mayor presencia en            

los órganos de conducción del sistema pero sujetas a similares pautas de regulación             

que las estatales, 

- el régimen de títulos y la preservación de las carreras que se vinculan directamente               

con el interés y la seguridad pública,  

-la amplitud y flexibilidad de la Ley que ha permitido que, más allá de planteos               

puramente ideológicos y politiqueros, las universidades tengan márgenes amplios para          

su propia gestión y no encuentren en el instrumento que las regula obstáculos para su               

avance en un mundo que cambia muy aceleradamente, donde se ponen en cuestión             

sistemas, concepciones y valores que quitarían toda viabilidad a normas más           

imperativas y rígidas. 

Si bien en el año 2015 se introdujo una modificación conocida como “la reforma              

Puiggrós” que determinó el ingreso irrestricto y la gratuidad absoluta, las           

universidades continuaron dentro de sus propios regímenes lo que demuestra que el            

sistema no admite rigideces a partir de concepciones más ideológicas que realistas.  
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Las críticas que se le hacen a la CONEAU, como lo expresé antes, obedecen más a la                 

impotencia por la persistencia de problemas que ésta no puede resolver y que están              

más allá o a pesar de las normas. Algunos de esos problemas se producen cuando hay                

confluencia de malas prácticas políticas y uso abusivo de la autonomía, lo que             

pervierte el régimen de gobierno y el clima institucional dentro de las Universidades.  

La carrera y el desarrollo profesional de los docentes, tanto del campo universitario             

como en el de la educación básica, siguen siendo una materia pendiente que es              

deseable abordar para darle mucha más relevancia a la profesión y calidad a los              

servicios de todas las instituciones educativas.  

Por primera vez contamos con una ley que regula al conjunto de las instituciones de               

Educación Superior, las Universidades, los Institutos Tecnológicos de nivel Superior,          

las instituciones denominadas de nivel superior no universitarias como los Institutos de            

Formación Docente que dependen de las provincias. Es evidente que a futuro debieran             

fortalecerse las bases para avanzar hacia un sistema más integrado, con acuerdos más             

sólidos entre las mismas instituciones. Y nuevos acuerdos y normas que posibiliten que             

los Institutos de Formación Docente, que dependen del ámbito provincial, participen           

de algún sistema reconocido de acreditación de las carreras que brindan. Existen            

Acuerdos Federales para la fijación de los contenidos de la formación docente y las              

características de las instituciones formadoras, Acuerdos cuya concreción se inició y se            

convirtieron en políticas de reforma de esas instituciones. Por su parte la Ley 24521              

estableció que la formación docente integraba el grupo de las carreras que deben             

acreditarse, para resguardo del interés público. Este proceso, que se intentó iniciar en             

los años 1998/1999, (ver punto III.9 del Capítulo de Educación Básica, “La formación de              

los profesores y las reformas de los Institutos de Formación Docente”) quedó            

interrumpido con el nuevo gobierno y desde entonces no hubo ninguna iniciativa que             

devolviera al centro del debate el tema de la formación docente, cuando es uno de los                

eslabones principales para asegurar la calidad de la educación.  

  

 

V.- TRANSFORMACIONES PARA EL DESARROLLO DEL SECTOR DE   CIENCIA Y 

TECNOLOGÍA  

1. NUEVA CONCEPTUALIZACION DE LAS POLITICAS ORIENTADAS A LA  INNOVACION Y 

EL DESARROLLO TECNOLOGICO 

En este capítulo no incluiré todo el conjunto de instituciones y políticas que integran el               
campo de la Ciencia y la Tecnología sino que tomaré únicamente las políticas de              
reforma que se imprimieron al sector en el período de la segunda generación de              
reformas del estado, en oportunidad de haberse integrado en 1996 la Secretaría de             
Ciencia y Tecnología (SECyT) al Ministerio de Educación.  

                                                                                 51 
 



Desde la recuperación de la democracia se habían producido importantes cambios en            
el sector. Durante el alfonsinismo la gestión del Dr.Manuel Sadosky en la conducción             
de la SECyT reestructuró el CONICET desplazando a los científicos que lo habían             
conducido durante la dictadura militar. Se promovieron estrechos vínculos con las           
universidades como en las épocas del Dr. Bernardo Houssay, se relanzó la investigación             
en ciencias sociales, se creó el área de vinculación tecnológica en el CONICET, se              
repatriaron científicos y se otorgaron becas de actualización para los jóvenes           
investigadores que habían sido desplazados o exiliados, se creó la Escuela           
Latinoamericana de Informática (ESLAI) para la formación de doctores en Informática,           
se dictaron los primeros lineamientos de política científica y tecnológica y se            
establecieron modestos incentivos a la industria electrónica. 

En el marco de las reformas de segunda generación, y dentro de lo que constituyó la                
Segunda Reforma del Estado en la segunda mitad de la década del 90, se inició un                
proceso dirigido a modificar las políticas públicas en el sector con el objetivo de              
orientarlas al apoyo de la innovación y el desarrollo tecnológico. La estabilidad            
macroeconómica y los niveles de crecimiento logrados hasta ese momento requerían           
ser sustentados a futuro con aportes del campo científico destinados a incorporar de             
manera sistemática conocimientos científicos y tecnológicos en todas las actividades          
económicas, sociales y culturales del país, acordes con el contexto internacional           
competitivo y globalizado.  

El enfoque lineal tradicional que fundamentaba las políticas científicas y tecnológicas           
se preocupaba básicamente por financiar e incentivar los gastos de investigación y            
desarrollo en el sector público, asumiendo que luego sus resultados fluirían           
automáticamente a los sectores productivos y sociales y a todas las regiones del país,              
proceso que en general no ocurría. En contraste se asumió el concepto de Sistema              
Nacional de Innovación para proporcionar un enfoque interactivo, holístico e          
interdisciplinario para abordar la compleja problemática del conocimiento y la          
innovación más propicio para países que como el nuestro deben tratar de reducir la              
brecha que los separa de aquellos que lideran este campo. 

A diferencia de lo que ocurre en los países industrializados en donde la mayor parte               
del esfuerzo innovador lo hacen las firmas privadas y se nutren e interactúan en mayor               
o menor medida con los laboratorios públicos y las universidades, en los países en              
desarrollo como el nuestro, el rol del sector público es determinante dado que las              
firmas privadas destinan escasos esfuerzos a la innovación. Por lo tanto era            
imprescindible potenciar los efectos del financiamiento público nacional en Ciencia          
Tecnología e Innovación (CTI) traccionando a otros actores a través de las siguientes             
acciones: 

.la cofinanciación de proyectos con las provincias, el sector privado y/o las            

instituciones de otros países en el marco de convenios internacionales de cooperación, 

.la asignación creciente del financiamiento público a la investigación a través de            

mecanismos de competencia por calidad y pertinencia, 

.el fomento de la innovación tecnológica en el sector privado por medio de incentivos              

financieros y fiscales, preferentemente a través de concursos públicos,  
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.la producción de cambios institucionales (reglas de juego, prácticas, normas),          

incluyendo la transformación de las distintas organizaciones públicas y las dinámicas           

empresariales necesarias para fortalecer la capacidad local de innovación y el uso de             

los avances científicos y tecnológicos en la sociedad y 

.la inducción de una mayor articulación y vínculos entre los actores e instituciones             

tanto del sector público como el privado del campo de la CTI.  

A finales de l996 y por razones estratégicas de gestión, se resolvió integrar a la               

Secretaría de Ciencia y Tecnología al área del Ministerio de Educación, desde donde se              

estaban operando cambios en la política de educación básica y universitaria orientados            

a potenciar el vínculo entre la ciencia, la tecnología y los procesos de enseñanza y               

aprendizaje y el aumento de la calidad y la equidad. Se designó a cargo de ella al Lic.                  

Juan Carlos Del Bello.  
45

Al mismo tiempo se creó el Gabinete Científico Tecnológico (GACTEC) como organismo            

de programación, fijación de prioridades, coordinación y asignación de recursos. El           

Gabinete reunía en la Jefatura del Gabinete a los Ministerios de Educación Ciencia y              

Tecnología, de Economía, de Salud, de Relaciones Exteriores, de Defensa, y las            

Secretarías de Recursos Naturales, de Control Estratégico y de Ciencia y Tecnología.  

Con el objeto de abrir un proceso de debate que permitiera enriquecer y perfeccionar              

las propuestas y políticas que se generaban en la Secretaría de Ciencia y Tecnología              

(SECyT), en Octubre de l997 se ofreció a la discusión pública un Proyecto de Plan               

Plurianual de CyT. A través de una serie de talleres de trabajo y reuniones en varios                

ámbitos del país de las que participaron alrededor de un millar de científicos,             

tecnólogos, empresario funcionarios y especialistas sectoriales se completaron las         

bases para la elaboración y aprobación del primer Plan Plurianual de Ciencia y             

Tecnología 1998-2000.   
46

 

2. HITOS DE LOS CAMBIOS EN LAS POLITICAS DE CIENCIA, TECNOLOGIA E            

INNOVACION 

1) La Ley 23.877 de 1990, de Promoción y Fomento a la Innovación Tecnológica.  

La Ley 23.877 estableció el marco normativo para la promoción estatal a la innovación              

tecnológica a través de instrumentos múltiples: subsidios directos, créditos         

45 ​Este cambio se gestionó con el apoyo de la Jefatura de Gabinete ocupada entonces por el Ing Jorge 
Rodríguez. La Secretaría de Cultura pasó a depender directamente de Presidencia. La incorporación de la 
SCYT a Educación completaba el campo de políticas de innovación, calidad y vinculación con el sistema 
productivo y el desarrollo tecnológico que desde la concepción de las políticas para todo el sector venían 
germinando en los debates en el Congreso de la Nación en las Comisiones de Educación y de Ciencia y 
Tecnología.  
46 ​”Plan Nacional Plurianual de Ciencia y Tecnología 1998-1999”publicado en Dic.de 1997. El Plan 
Plurianual para los años 1999-2001 fue publicado en Diciembre de l998, Presidencia de la Nación. 
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concesionales (incluído el otorgamiento de préstamos a tasas de interés 0) y crédito             

fiscal, los que serían gestionados a través de un fondo que creaba la ley: el Fondo para                 

la Promoción y Fomento de la innovación. Los recursos con que se financiarían los              

proyectos provendrían de las asignaciones que realizaría el Tesoro Nacional a través            

del Presupuesto Anual y del recupero de las operaciones crediticias. Además se            

estableció un sistema de coparticipación de los recursos de la ley entre la Nación y las                

provincias (25% administrado por la Nación y 75% por las provincias). Esta Ley             

posibilitó que las provincias iniciaran gradualmente un proceso de concientización          

sobre el papel de la innovación para el desarrollo económico territorial. Algunas            

comenzaron a abrir unidades operativas dentro de sus estructuras orgánicas de           

administración con nivel de Secretarías de Estado, u otra como Córdoba que creó un              

Ministerio específico. También tuvo un papel clave en la conformación de Unidades de             

Vinculación Tecnológicas (UVT) que operan como intermediarios y facilitadores entre          

empresas y grupos de investigación tecnológica.  

La Ley contó para el ejercicio fiscal del año 1991 con el 1% del impuesto al cambio de                   

divisas para financiar los proyectos de apoyo a la innovación. Pero a partir de la               

adopción del régimen de convertibilidad que eliminó los impuestos de afectación           

específica, los recursos asignados a esta Ley provinieron de rentas generales. El fondo             

era gestionado en la Secretaría de Ciencia y Tecnología (SECYT).   
47

 

2) Creación del Fondo Tecnológico Argentino (FONTAR) 

La Secretaría de Programación Económica del Ministerio de Economía Obras y           

Servicios Públicos realizó en paralelo los primeros estudios sectoriales de          

competitividad y formuló una política de impulso a la modernización tecnológica como            

instrumento de mejora de la productividad y la competitividad, en el marco del             

programa de convertibilidad. Se iniciaron negociaciones con el BID para obtener un            

préstamo orientado centralmente al financiamiento crediticio para actividades de         

innovación y modernización tecnológica en el sector productivo. Se pactó un fondo            

para otorgar préstamos para la reconversión tecnológica de las empresas, canalizando           

los recursos del BID a través del Banco de la Nación Argentina (BNA). Se incorporó un                

sub programa a cargo de la SECyT para financiar Proyectos de Investigación            

47 ​La Ley 23877 había sido promovida por el Diputado Nacional Ing.Jorge Rodríguez, investigador 
tecnológico del INTA con la colaboración del físico Conrado González. El Ing.Jorge Rodríguez luego 
presidió la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y condujo los debates sobre la Ley 
Federal de Educación hasta su asunción como Ministro de Educación de la Nación en Dic.1992 . En 
1996 fue nombrado Jefe de Gabinete de Ministros. 
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Tecnológica (PIT) llevados a cabo por instituciones de investigación en convenio con            

empresas que se comprometían a poner en práctica los resultados alcanzados.  

En esta etapa hubo dificultades porque el BNA carecía de experiencia en este tipo de                

financiamiento crediticio para empresas privadas.  

El FONTAR operó en la órbita de la Secretaría de Programación Económica y s u               

máxima autoridad fue un Directorio. El área de planificación del Directorio del fondo             

realizaba la evaluación tecnológica y el BNA la evaluación financiera. El BNA asumía el              

riesgo crediticio por lo que el FONTAR recuperaba la totalidad de los recursos.  

Había una cierta inconsistencia de la política pública en cuanto a las vías crediticias de               

apoyo a la innovación: dos organismos públicos operaban con condiciones diferentes.           

(FONTAR y el fondo de la ley 23.877 en la SECyT). El FONTAR operaba con un banco                 

como intermediario financiero y la SECyT en forma directa. Eran mayores los recursos             

en el caso del FONTAR mientras que las condiciones crediticias del Fondo ley 23.877 en               

la SECyT eran más favorables en cuanto a garantías y tasas de interés.   
48

 3) Las reformas en la educación básica y superior universitaria 

Entre 1993 y 1999 en el Ministerio de Educación se desarrollaron políticas educativas             

orientadas a la calidad y equidad de la oferta basadas en las leyes 24.195 (Ley Federal                

de Educación) y 24.521 (Ley de de Educación Superior). Coincidiendo con las ideas del              

estado regulador o ​“estado necesario” se puso énfasis especialmente en los           

programas y actividades como la creación del Sistema Nacional de Evaluación de la             

Calidad de los Aprendizajes, la creación de la Comisión Nacional de Evaluación y             

Acreditación Universitaria, (CONEAU), el Programa de Incentivos a los Docentes          

Investigadores de las Universidades Nacionales y la creación del Fondo para el            

Mejoramiento de la Calidad Universitaria (FOMEC), descriptos en los capítulos          

específicos de este trabajo. La reforma universitaria de raíz humboldtiana iniciada en            

1993 convergía con la nueva política de ciencia y tecnología. 

4) Creación de la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica 

A pesar de que por primera vez el país contaba con instrumentos legales (ley 23.788)               

para el desarrollo tecnológico con financiamiento directo e incentivos fiscales y la            

presencia del FONTAR, no se había logrado aún una política pública consistente.  

La gestión de la política en ciencia del período 1990-1996 era fuertemente cuestionada             

por amplios sectores de la comunidad científica, particularmente en cuanto a las            

orientaciones del CONICET de alejarse del sistema Universitario, en sentido contrario a            

48 ​El Directorio del FONTAR estaba integrado por el Gerente de la Casa Central del BN Carlos Izurieta, el 
Director Gral. De la Secretaría de Programación Económica, el Ex Presidente de la empresa tecnológica 
INVAP, Dr. C. Varotto y dos ingenieros muy reconocidos en el campo de la innovación. Su dirección​. 
estuvo a cargo de la Lic .Marta Borda quien obtuviera el cargo por concurso público de antecedentes y 
oposición. 
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las políticas implementadas durante el gobierno del Dr. Alfonsín. Los cambios           

operados en la economía y la inclusión de Argentina en el contexto mundial hacían              

impostergable impulsar una política consistente de desarrollo científico y tecnológico          

nacional como soporte a la sustentabilidad del crecimiento.  

En ese contexto el grupo de personas y especialistas en la materia que venían              

impulsando las reformas en el campo educativo y en el de CyT, y que ocupaban lugares                

estratégicos en la gestión pública, utilizó la oportunidad para plantear una reforma            

integral, no solamente circunscripta a la promoción de la investigación científica y            

tecnológica.   
49

Utilizando el marco de la “segunda reforma del Estado” y la sanción de una ley               

específica del gobierno nacional que daba amplias facultades resolutivas a través del            

dictado de decretos, se transfirió la SECyT al Ministerio de Educación, se designó a              

Juan Carlos Del Bello a cargo de ella y se cambió la denominación del Ministerio               

pasando a llamarse de Educación, Ciencia y Tecnología. 

En Julio de l996 la nueva conducción de la SECyT realizó una amplia convocatoria              

nacional a expertos en competitividad industrial, política científica y tecnológica e           

investigadores de jerarquía reconocida para definir un nuevo rumbo de desarrollo de            

las políticas públicas en el sector. Al mismo tiempo se hicieron consultas a especialistas              

de países desarrollados y emergentes, entre ellos expertos de la National Science            

Foundation de EEUU, El Consejo de Investigaciones de Gran Bretaña y a un ex Ministro               

de Industria y Tecnología de Corea. Del trabajo local y las consultas internacionales             

surgieron las “Bases para la discusión de una política de ciencia y tecnología” (SECyT)              

1996), cuyas principales orientaciones fueron: 

1) Diferenciar institucionalmente las funciones de definición de políticas, promoción de           

las actividades de I+D+i de la ejecución de dichas actividades. 

2) Establecer sistemas de asignación de fondos públicos basados en criterios de            

transparencia y evaluación externa. 

3) Distinguir las diferencias entre la política científica y la política tecnológica. 

Sobre la base de los consensos logrados en la amplia convocatoria a la consulta              

nacional y encuadrados en la ley de reforma del estado, se sancionaron dos Decretos              

49 Este grupo estaba conformado por e​l Jefe de Gabinete de Ministros, Ing.Jorge Rodríguez, quien 
suscribe Ministra de Educación, el Secretario de Ciencia y Tecnología, Juan Carlos Del Bello, el Secretario 
de Políticas Universitarias, Eduardo Sánchez Martínez, el Ing. Armando Bertranou, quien fuera designado 
por el Presidente Menem como Presidente del CONICET en los primeros años de la reforma del 
organismo, la Prof.Isabel Mac Donald, Gerente de Desarrollo Científico y Tecnológico del CONICET, la Lic 
Marta Borda, que​ ​fuera Directora General del FONTAR y luego Coordinadora del PMT-1, el Dr.Mario 
Mariscotti, quien presidía la ANPCyT, el físico Conrado González quien interviniera en la concepción de la 
ley 23688 y luego presidiera el Programa de Transferencia y Vinculación Tecnológica, el Dr. Conrado 
Varotto, presidente de la CONAE, entre muchos otros.  
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consecutivos, el Decreto 1660/1996 de creación de la Agencia Nacional de Promoción            

Científica y Tecnológica (ANPCyT) y el Decreto 1661/1996 de reforma del CONICET.  

La ANPCyT se constituyó sobre la base de dos Programa de financiamiento: 

i) El FONTAR que se transfirió del Ministerio de Economía al ámbito de la Agencia con                

su equipo de conducción y operaciones, fondo al que también se le asignaron las              

responsabilidades operativas de la aplicación de la Ley 23.877 y el subprograma del             

Programa del BID (PMT reconvertido en PIT).  

ii) La creación de un nuevo fondo para apoyar la investigación científica y tecnológica,              

el FONCYT, que pretendía emular en su organización y enfoque a la National Science              

Foundation de EEUU. 

La reforma institucional en cuanto política de promoción de la innovación tuvo claros             

apoyos, en particular de las organizaciones empresaria, específicamente de la Unión           

Industrial Argentina que integraba el Directorio con un representante de la entidad.  

Con el objeto de asegurar la independencia de la ANPCyT respecto de la SECyT se               

estableció su carácter de organismo desconcentrado, lo que redundó en una           

autonomía relativa, inferior a la que rige en los denominados organismos autónomos            

como el CONICET, el INTI, el INTA y la CNEA. Se estableció que su conducción fuera un                 

órgano colegiado de gobierno, un Directorio, con capacidad de decisión autónoma que            

además designaba al Presidente entre sus miembros. Los miembros del primer           
50

Directorio de la Agencia revelan la preocupación gubernamental por la innovación.           

Estuvo integrado por un ex Subsecretario de Agricultura, Ganadería y Pesca Felix Cirio,             

el ex Secretario de Programación Económica Juan Llach, un científico de la CNEA, un              

ingeniero químico de la planta piloto de ingeniería química de la Universidad Nacional             

del Sur, el Presidente del Foro de Biotecnología, un empresario innovador y Dr. en              

Química Jorge Mazza, un ingeniero y empresario, y un físico y empresario innovador, el              

Dr. Mario Mariscotti quien fue elegido Presidente por sus pares.   
51

El mecanismo de designación de los miembros del Directorio consistió en la            

preselección por parte de la SECyT y la consulta pública para dar oportunidad a la               

sociedad de cuestionar a los candidatos a través del método de “audiencia pública”. El              

FONTAR y el FOMEC de la Secretaría de Políticas Universitarias fueron el antecedente             

50 ​Desde el año 2001 se sustituyó esta práctica y el Presidente de la Agencia fue designado desde 
entonces por el Poder Ejecutivo Nacional y los miembros nunca más fueron sometidos al escrutinio de 
audiencias públicas. Así fue que un presidente de la CONEA integró el Directorio aún cuando ello 
implicaba un claro conflicto de intereses. 
51 ​El presidente de la ANPCyT Mario Mariscotti conjugaba atributos de investigador científico, tecnólogo 
y empresario innovador. Había sido investigador de la CNEA y Presidente de la Academia de Ciencias. En 
ese entonces presidía una empresa familiar innovadora que había desarrollado una tecnología 
(tomografía de hormigón armado) que patentara en Argentina, EEUU y otros países desarrollados. 
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inmediato de constitución de organismos con directorios como su autoridad máxima           

con capacidad de decisión autónoma.  

La Agencia tenía especialmente vedada la posibilidad de crear unidades de I+D+i de su              

dependencia. Se creó un organismo especializado para el fomento de la investigación y             

la innovación, que recogía las buenas prácticas internacionales en la materia y las             

experiencias buenas y malas en el entorno nacional. 

 

5) Reforma y democratización del CONICET 

Desde la recuperación de la democracia la corriente democratizadora dentro de este            
organismo confrontaba con la corporación de científicos que se habían prácticamente           
apropiado de él durante el proceso militar.   

52

El gobierno del Dr. Alfonsín ​intentó retornar ​al enfoque original de Bernardo Houssay             

de los años 60 que iba en la línea de la restitución de la autonomía y autogobierno a                  

las universidades públicas. Se impulsaba la investigación en las Universidades, la           

transferencia de los institutos del CONICET a las universidades nacionales y la            

generación de un nuevo instrumento de apoyo a los docentes investigadores           

universitarios. Se promovieron las humanidades y las ciencias sociales que habían sido            

obturadas durante la dictadura militar, (como lo fue el cierre de la carrera de              

Sociología). Con recursos de un Programa del BID se incrementó el financiamiento de             

proyectos de investigación científica, asignados mediante mecanismos competitivos        

para transferir tecnologías desarrolladas a organismos públicos y establecer grandes          

laboratorios de servicios técnicos denominados LANATS (Laboratorios nacionales de         

Investigación y Servicios), muchos de ellos también localizados en las universidades. 

Entre 1990 y 1995 las políticas dentro del CONICET eran prácticamente de            

“contrarreforma” dado que se intentaba retomar el enfoque de organismo público           

mixto, es decir, de promoción y simultáneamente de ejecución de actividades           

científico tecnológicas, lo que iba totalmente en contra de la orientación de la nueva              

política​.  
53

La sanción del Decreto 1661/1996 de reforma del CONICET fijaba las directrices de las              

reformas que se deseaba desarrollar. Con ese objetivo se resolvió su intervención por             

la Secretaría de Ciencia y Tecnología. La norma recogía las funciones históricas de la              

institución pero estas deberían ser organizadas de tal manera que gradualmente su            

52 ​Abeledo,2007. El término “apropiación” se corresponde con el hecho de que los grupos científicos que 
condujeron el CONICET durante la dictadura se apropiaron de los recursos del Estado para constituir 
fundaciones que resultaban propietarias de los edificios en los que se desarrollaba la investigación 
científica. En ​“​Ciencia y tecnología en el retorno a la democracia”, publicación del de Ministerio de 
Educación, “Seminario ruptura y reconstrucción de la ciencia”, Buenos Aires, diciembre de 2007. 
53 ​La revista de divulgación científica Ciencia Hoy refleja en sus editoriales el pensamiento de la 
comunidad científica del CONICET enfrentada con los sectores fascista del organismo  y daba cuenta de 
la gravedad de los hechos que ocurrían. Ciencia Hoy 1997a, 1997b, 1997c, 1997d, y 1998. 
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fuente principal de financiamiento fuera el FONCYT, lo que cambiaba los criterios de             

identificación, evaluación, selección y financiamiento de los proyectos. 

También se trataba de democratizar y diversificar la composición de su Directorio.            

Desde sus orígenes el CONICET integró su Directorio con científicos reconocidos, con            

excepción de algunos miembros provenientes de las fuerzas armadas en su etapa            

inicial, designados por la Presidencia de la Nación. Incluso durante la dictadura militar             

de l976. Ello explica en parte la “contrarreforma” que se estaba impulsando dentro del              

organismo entre 1990/1995. El objetivo era revertir los cambios estructurales del           

primer gobierno democrático entre l984/l989.  

El Decreto estableció un directorio de ocho miembros y un Presidente propuesto por el              

Ministro de Educación Ciencia y Tecnología. Los ocho miembros surgirían de ternas            

propuestas por el Poder Ejecutivo Nacional. Cuatro ternas serían electas por los            

investigadores activos, en representación de las grandes áreas del conocimiento,          

(ciencias exactas y naturales, ciencias sociales y humanidades, ciencias biológicas y de            

la salud, y ciencias agrarias, de ingeniería y materiales). Las otras cuatro ternas eran              

propuestas por el Consejo de Universidades, por organizaciones representantes de la           

industria y el agro y los organismos responsables de ciencia y tecnología de los              

gobiernos provinciales -los cuales se habían creado y fortalecido en el marco de la ley               

23.877-. Es decir se inauguraba una representación más democrática de la cual            

participaban la comunidad científica, las universidades, el sector privado y la           

estructura federal de ciencia y tecnología. Esta conformación incorporaba además por           

primera vez directores no científicos.  

La norma también estableció que se designarían entre sus miembros un            

Vicepresidente de Asuntos Científicos y otro de Asuntos Tecnológico. Con ello se            

procuraba poner en un pie de igualdad la ciencia y la tecnología, corrigiendo el              

histórico sesgo hacia la primera. Y ordenó además la clara separación de las funciones              

de formulación de políticas, de promoción y de ejecución de las actividades de             

investigación científica y tecnológica con el propósito de evitar conflictos de interés. Se             

aseguraba el respeto a los dictámenes a través de la evaluación por pares, el respeto al                

pluralismo de las diferentes corrientes de pensamiento, teorías y líneas de           

investigación y el reconocimiento de las particularidades propias de la investigación           

científica por un lado y la investigación tecnológica por el otro.  

Se reguló el sistema de financiamiento de las actividades de los centros e institutos y               

se promovió que los investigadores del CONICET compitieran por recursos del FONCYT.  

Se establecieron regulaciones para el funcionamiento de las unidades ejecutoras,          

previéndose mayoría especial del Directorio para la creación de nuevas unidades. Se            

promovía la asociación de unidades con otras instituciones, el concurso público y            

abierto para elegir sus conducciones y se ordenaba la revisión de todas las existentes              

con miras a su consolidación, cierre o fusión. Era compartida la idea de que el sistema                
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había crecido de manera descontrolada sin evaluación de sus actividades y de los             

resultados. 

El mandato legal de la intervención fue de 180 días, período en el que se estableció un                 

sistema de gestión del organismo basado en la designación de gerentes de áreas y se               

procedió a la democratización de su conducción sustanciándose los procesos          

electorales y de conformación de las ternas. Se reabrió el ingreso de nuevos             

investigadores y becarios mediante un sistema transparente de selección con base al            

mérito de los postulantes y una equilibrada inserción regional.  

 

3.- LOS LÍMITES ESTRUCTURALES Y LA EVOLUCION DE LA REFORMA INSTITUCIONAL  

En primer lugar, la estructura económica del país caracterizada por un patrón            

productivo basado en bienes de baja intensidad tecnológica, sumado al lugar marginal            

que ocupa la innovación en la mayoría de las empresas y por ende la baja demanda de                 

recursos humanos de alta calificación para el desarrollo de nuevos productos y/o            

procesos, constituyeron las debilidades estructurales más fuertes. En la década de los            

noventa se había verificado la incorporación de bienes de capital importados, la            

radicación de filiales de empresas transnacionales y el crecimiento de la           

competitividad. Sin embargo el patrón de especialización de la economía registraba           

una exagerada primarización, con escasa participación de bienes diferenciados, si bien           

el sector manufacturero había recuperado un ritmo de crecimiento “similar a uno de             

los mejores ciclos de la etapa sustitutiva de importaciones (tasa de crecimiento            

promedio anual superior al 8%.  
54

Otra debilidad estructural ya mencionada como telón de fondo de las políticas en el              

sector radicó en la disfuncionalidad que existía entre las políticas de apoyo a la              

innovación y la política económica dominante. Si bien ésta permitió estabilizar la            

economía luego de dos años de hiperinflación y aseguró un crecimiento económico            

significativo hasta mediados de los noventa, también provocó una elevada mortandad           

de empresas industriales pequeñas y medianas que habían nacido al amparo de la             

protección estatal. Es decir que las políticas de apoyo a la innovación paradójicamente             

tuvieron su origen en contextos de políticas macroeconómicas ortodoxas que          

consideraban la importación de tecnologías desarrolladas en los países centrales como           

único factor para el crecimiento de la productividad y la competitividad.  

Tanto las políticas de apertura indiscriminada de la economía como las de excesiva             

protección conspiran contra la innovación como factor de competitividad sistémica.          

Por otro lado, el sudeste asiático enseña que el proceso de cambio tecnológico             

54 ​Maldovan P., Gordon A. y Di Marzo E. (2011), “Estructura científica y perfil tecnoproductivo de la 
Argentina”, en Fernando Porta y Gustavo Lugones (Directores), “Investigación científica innovación 
tecnológica en Argentina”, Universidad Nacional de Quilmes Editorial. 
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combina el uso de tecnologías importadas y esfuerzos domésticos de aprendizaje,           

modificaciones y mejoras, y desarrollo de nuevos productos y/o procesos. 

Hacia finales de la década el contexto macroeconómico había comenzado a ser            

desfavorable. Se había interrumpido el proceso de crecimiento económico y          

aumentaba la desocupación. El financiamiento externo disminuyó y las condiciones          

para la exportación fueron menos favorables con lo cual la economía entró en un cono               

de sombra entre 1998 y mediados del 2002. La crisis final del programa de              

convertibilidad impactó fuertemente también en el FONTAR disminuyendo la demanda          

de las empresas.  

Cuando las políticas económicas viraron en los años 2000 hacia un enfoque            

neoestructuralista o neokeynesiano, las políticas de apoyo a la innovación alcanzaron           

mejores y mayores resultados. 

En Septiembre del 2001 durante el gobierno de la Alianza se sancionó la Ley 25.467 de                

Ciencia, Tecnología e Innovación que fuera gestada en la etapa final del gobierno del              

Dr. Carlos Menem (1998-1999). Esta Ley consolidó la estructura institucional creada           
55

en los años noventa, y ratificó la existencia del Gabinete Científico Tecnológico            

(GACTEC) (creado por el Decreto 1273/ 1996) en el ámbito de la Jefatura de Gabinete,               

como responsable de establecer las políticas nacionales, el Plan Nacional de Ciencia,            

Tecnología e Innovación y el presupuesto anual de ingresos y gastos. Asimismo asignó             

a la SECyT, en adelante Secretaría para la Ciencia, la Tecnología y la Innovación las               

funciones de formulación de políticas, normas e instrumento para el sector. Confirmó            

además a la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica como organismo            

desconcentrado dependiente de la SECyT y el modo de operar del FONCYT en la              

asignación de recursos para la investigación bajo criterios transparentes, en el marco            

de la competencia para el financiamiento. De esta manera quedaron legitimadas las            

reformas que se venían ejecutando en la segunda mitad de la década del noventa.  

En Diciembre del 2007 el gobierno de Cristina F. de Kirchner creó el Ministerio              

Nacional de Ciencia y Tecnología sobre la base institucional de la SETCIP, lo que le dio                

mayor visibilidad al área en el conjunto de las políticas públicas y en la percepción de la                 

sociedad. La Agencia expandió y diversificó los instrumentos promocionales y se           

crearon nuevos Fondos de financiamiento. El FONCYT ocupó el lugar central del            

financiamiento de la investigación científica y tecnológica. 

Entre el 2015 y 2019 el gobierno de M.Macri (Cambiemos) mantuvo las políticas del              

sector pero nuevamente el contexto de restricciones financieras produjeron recortes          

presupuestarias importantes y sub ejecución de los proyectos del BID y del BIRF.             

55 ​La SECyT a finales del gobierno del Dr.Menem consensuó el proyecto de ley con el Presidente de la 
Comisión de Ciencia y Tecnología del Senado, Senador Humberto Salum (UCR) y se obtuvo la media 
sanción en esa Cámara en el año 2000. A pesar del cambio de gobierno en la Cámara de Diputados se 
continuaron las negociaciones y se logró consensuar el proyecto con la Diputada Nacional Adriana 
Puigrós, perteneciente al Frente Grande que junto al radicalismo conformaron la Alianza).  
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Además en un supuesto intento de racionalización de recursos cambió el rango del             

Ministerio de Ciencia y Tecnología al de Secretaría de Estado.  

En síntesis podría afirmarse que los cambios institucionales en CyT han logrado            

mantenerse en pié y que no han habido intentos de volver atrás. Todo un éxito para                

una política pública que atravesó cuatro gestiones gubernamentales.  

 

 

VI. CONCLUSIONES FINALES 

¿Qué nos enseña la experiencia sobre las reformas emprendidas en el campo de la               

educación básica, Superior y en Ciencia y Tecnología en los noventa?. 

Cada experiencia analizada contiene su propia riqueza en materia de aprendizajes. Es            

posible distinguir rasgos comunes a los tres campos pero la evolución de las             

instituciones y sus prácticas han tenido diferentes recorridos tal como quedó           

expresado en este trabajo. Las instituciones creadas para regular la vida de las             

Universidades permanecen, pero casi todos los programas de la SPU que activaban las             

reformas fueron discontinuados. En el campo de Ciencia y Tecnología en cambio las             

instituciones y programas creados se han fortalecido y ampliado. 

El problema más serio existe justamente en la base del sistema, en el campo de la                 

educción básica, que es donde se pone a prueba la equidad y la integración social. La                

discontinuidad de estas políticas ha producido mucho daño. Una primera aproximación           

nos lleva a observar el poder de demanda que tienen algunos actores en la sociedad y                

el poder de presión política que pueden ejercer. Aquellos sectores con fuerte            

representación en la arena política podrán ejercer mayor influencia a favor o en contra              

de determinadas políticas públicas. En cambio millones de familias usuarias de la            

oferta educativa básica ya sea por su dispersión, por carencia de información            

sustantiva sobre las escuelas a las que envían a sus hijos o por entornos de pobreza                

estructural, dependen exclusivamente de la calidad y equidad de la oferta educativa            

que los gobiernos puedan garantizarle.  

1.- La naturaleza de los objetivos perseguidos y sus efectos 

Para situar las “enseñanzas” a las que me referí es importante no perder de vista, tal                

como señalé en la introducción, el contexto de cambios profundos respecto al rol del              

Estado y sus vínculos con la sociedad y la economía que se vivía en ese momento. Los                 

actores de las reformas en los tres campos analizados éramos partidarios de la             

construcción de una nueva institucionalidad estatal para la gestión de las políticas            

públicas en las que se incorporaran criterios de calidad y de equidad, de eficiencia y de                

rendición de cuentas. Se crearon nuevos modelos de gobierno y de gestión            

descentralizando responsabilidades e incorporando la rendición de cuentas ante la          
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sociedad y el Estado, se crearon instituciones de promoción y de financiamiento que             

aumentaron los recursos , la infraestructura edilicia y nuevos instrumentos y           

tecnologías de trabajo, se incorporaron nuevos criterios en educación para dar soporte            

al desarrollo de una sociedad basada en el conocimiento, se crearon sistemas de             

evaluación y monitoreo de los aprendizajes de los alumnos y de producción de             

información y estadística para fundamentar las decisiones de política y para enriquecer            

la información pública, se crearon instituciones de acreditación y evaluación de las            

actividades académicas y científicas y se modificaron los paradigmas en el campo de la              

investigación científica y tecnológica incorporando la innovación como objetivo y la           

mirada sistémica como política. 

Hay muy pocos estudios objetivos sobre estas políticas porque como dije, lo que prima              

es “el relato”. Los que existen han dado cuenta de su impacto positivo. Pero por la                
56

profundidad y complejidad de los cambios que se promovían, esas políticas           

necesitaban ser sostenidas en el tiempo, mejoradas y enriquecidas. Y eso           

definitivamente en educación básica no ocurrió.  

2.- Los obstáculos a las reformas 

En principio resulta difícil aceptar que una política que tuvo mucho consenso en su              

elaboración, soporte legislativo, coherencia conceptual, que fue desarrollada por         

quienes participaron desde el principio en ese proceso y que tuvo evidentes impactos             

positivos haya sido denostada de manera tan insistente en el relato político. Intentaré             

algunas explicaciones: 

 

i) Las recurrentes crisis de financiamiento y la ausencia de programas estratégicos de             

sustentabilidad de reformas ambiciosas como la emprendida en educación. En l998 la            

economía entró en un cono de sombra hasta el 2002. A raíz de la vulnerabilidad               

externa del modelo económico ante perturbaciones como la crisis financiera del Asia            

en 1997 e inmediatamente después la crisis de la economía rusa el financiamiento             

externo fue menos fluído, las condiciones para las exportaciones menos favorables,           

estancándose en 1998 y declinando en 1999 por primera vez durante la            

convertibilidad.   
57

 

Esta situación produjo un ajuste en el gasto público y redujo bruscamente las              

inversiones que se estaban operando en todas las líneas del Ministerio de Educación             

56 ​J.C.Tedesco y E.Tenti Fanfani, “La reforma educativa en Argentina”, en “Las Reformas Educativas en la 
Década de 1990”, BID, Ministerios de Ed.de Argentina, Chile y Uruguay y Grupo Asesor de la Univ.de 
Stanford., Proyecto Alcances y Resultados de las Reformas Educativas en Argentina, Chile y 
Uruguay2004. 
57 ​Un análisis detallado del desempeño económico de los 90 se presenta en Heyman D. y Kosacoff 
Bernardo, en “Desempeño Económico en un contexto de reforma: Argentina en los años 90”, CEPAL 
Nov.2000. 
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Ciencia y Tecnología, lo que me llevó a renunciar junto con todo el equipo de gestión.                

(7 de Mayo 1999).   
58

 

ii) Nuestra cultura política​.- Más allá de que toda política se corresponde con un              

momento histórico, que siempre puede ser corregida, mejorada y enriquecida, hay un            

aspecto de nuestra cultura política que puede funcionar como freno o como            

destrucción.  

Este impedimento o destrucción se da de diferentes maneras. A veces, con tal de              

“ganarle” al opositor nada impedirá que se destroce todo lo que aquél construyó,             

aunque con ello se dañe tanto bienes públicos como personas. Otras veces hay             

resistencias bastante obvias como aquellas que se producen porque afectan          

directamente las posiciones de poder de algún grupo en particular. Existen otras            

resistencias basadas en argumentos que cuestionan el sentido de las reformas y que             

en el momento de los debates y consensos que dieron lugar a las leyes respectivas sus                

posiciones no lograron imponerse. Cuando esos casos representan a actores con           

mucho poder en la vida política la influencia de su acción en sentido contrario y de su                 

mensaje público puede ser letal. Por último existen las resistencias a mi entender más              

ingratas que son las que pueden provenir de quienes, habiendo compartido los            

idearios de las políticas y participado en su desarrollo, cuando los tiempos políticos             

cambian ellos también cambian sus posiciones y no solo pueden dejar de sostener sus              

anteriores convicciones sino que pueden llegar incluso a combatirlas. Si la visibilidad e             

importancia pública de este tipo de actores es muy grande, el daño que producen es               

aún mayor. 

Un poco de todo eso ocurrió, sobre todo con las reformas de la educación básica y                

técnica y en el discurso público y en la acción concreta de la SPU en lo que se refiere al                    

nivel universitario.  

 

iii) La debilidad de nuestro federalismo: En otro nivel de análisis aparecen las             

limitaciones del país federal que tenemos y de cómo lo actuamos. El federalismo             

argentino necesita un debate sobre su sustentabilidad que viene postergándose desde           

la reforma de la Constitución en 1994. Esa falta de sustentabilidad está enraizada en              

condiciones políticas, culturales y económicas que restringen la generación de riqueza           

en vastos territorios y generan situaciones de total dependencia del poder central. Y lo              

más grave es que generan dependencia del estado nacional para garantizar las            

prestaciones de los servicios públicos que mayoritariamente dependen de ellas. 

58 ​Tal como lo expresé en mi carta de renuncia, entre otros conceptos:”Presidente, no he conseguido que 
miembros claves de nuestro gobierno valoren la reforma educativa como funcional a la transformación 
económica…… , dejo una reforma en marcha pero entre algodones. Necesita voluntad política, seguir 
construyendo consensos, recursos económicos y capacidad técnica. Estoy convencida de que a esa 
reforma la fortalezco si renuncio por no aceptar este inexplicable recorte. Siento como un fracaso no 
haber logrado que mi gobierno asumiera las transformaciones que iniciamos,-no solo en la educación 
básica sino también en la universidad y en ciencia y tecnología-, con igual convicción y casi religiosidad 
como con la paridad cambiaria.” 
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Aquellas reformas emprendidas en los 90 delinearon un modelo de estado en el cual               

el centro concentró las funciones de formular políticas y regulaciones en el orden             

económico y social y de realizar transferencias, recaudar impuestos, mantener el           

orden, defender el país, imponer justicia, fiscalizar el cumplimiento de las leyes,            

preservar el medio ambiente, el patrimonio cultural y representar al país en el exterior,              

entre las más relevantes y algunas no exclusivas del estado central. Y los estados              

federales se hicieron cargo de la prestación directa de los servicios públicos            

fundamentales. “Argentina es probablemente, el país que en el transcurso de los años             

90 ha experimentado las transformaciones más radicales en la configuración, tamaño y            

papel del estado nacional”. O.Oszlak.   59

Este modelo de estado necesita como condición para su funcionamiento una política            

sostenida y acordada de desarrollo económico y social que multiplique en cada            

territorio los recursos junto con sistemas de gobierno democráticos y republicanos en            

todos los niveles y sociedades activas e informadas. Pero ocurre que pasan los años y               

no hemos logrado consensuar un programa de crecimiento que vaya más allá de las              

ambiciones de mantenerse cada cual en el poder. Las provincias han aumentado de             

manera exponencial sus plantas de personal ya sea porque asumieron más           

prestaciones, o porque así solucionan la falta de empleo privado o porque practican el              

clientelismo político o por las tres razones a la vez, y la sociedad en general recibe                

mensajes que falsean la historia y la realidad y mayoritariamente no pueden hacer             

elecciones y demandas informadas.  

Si a esa debilidad estructural y a las crisis cíclicas de nuestra economía le agregamos                

los vaivenes de políticas nacionales sin acuerdos de mediano y largo plazo que, según              

el gobierno del que se trate, en el mejor de los casos transfieren recursos pero no                

asistencia técnica para ser aplicados de manera eficiente o no transfieren recursos y             

menos asistencia técnica porque creen que es responsabilidad de cada provincia,           

pregunto: ¿Qué política de interés nacional como la educativa, que tiene resultados            

invisibles a corto plazo, podría prosperar en este contexto? 

En síntesis, tenemos mucho para hacer y mucho para reflexionar si deseamos convertir             

en realidad el postergado sueño de un país integrado, justo y rico. No esperemos estar               

en peores condiciones para corregir nuestras deficiencias y errores porque serán           

generaciones las que seguirán perdiendo la oportunidad de vivir con dignidad y miles             

de jóvenes los que continuarán emigrando o deseando hacerlo.  

 

Nota final: Quiero destacar finalmente el clima de total libertad con el que pudimos              

conformar los equipos, diseñar las políticas y ejecutarlas, hecho que a la luz de lo que                

se ha visto como gestión pública en sucesivos gobiernos nacionales y provinciales en             

donde se debilitan las políticas y la gestión porque se prioriza armar los ministerios              

59 ​“El mito del estado mínimo. Una​ década de reforma estatal en Argentina”. Desarrollo 
Económico,Enero- ​ ​Marzo 2003. 
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sobre la base de compromisos partidarios, es justo destacar el estilo de conducción             

del Presidente Carlos Menem a quien agradezco el cargo con el que me honrara.  
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